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Ayuda humanitaria para las víctimas del conflicto armado en Colombia: un 

análisis de su efectividad y alcance social (2011 – 2015) 

INTRODUCCIÓN 

El conflicto armado en Colombia ha sido catalogado como una catástrofe humanitaria 

tanto por la cantidad de víctimas producidas,  como por  el número de desaparecidos, 

homicidios y desplazados - de acuerdo a la Unidad de Víctimas la cifra para el 01 de 

Junio de 2016 se calcula en  7.787.279 las personas víctimas y 9.279.685 los hechos 

victimizantes – (Unidad de Víctimas, 2016). Una de las principales formas de atender 

este flagelo ha sido la Ayuda Humanitaria, que desde el ámbito internacional ha 

buscado de manera imparcial, atender las necesidades inmediatas y vitales de las 

víctimas.  

La solidaridad de varias organizaciones con las poblaciones afectadas por el conflicto 

armado y por desastres naturales se remonta desde hace varias décadas cuando el 

Comité Internacional de la Cruz Roja - CICR  llega en 1969 con sus primeros 

delegados  al país, y en 1994 cuando el Departamento de Ayuda Humanitaria de la 

Comisión Europea (ECHO) inició sus primeras operaciones. 

Desde entonces, el apoyo ha sido constante y decidido, otorgando millones de dólares 

para atender a la población y para financiar proyectos de ayuda humanitaria en favor 

de los afectados por el conflicto, en particular la población civil desplazada, bloqueada 

o confinada dentro del país y decenas de miles de colombianos refugiados en los 

países vecinos. Adicionalmente, se ha otorgado aproximadamente $10.307.343 miles 

de millones de pesos en el 2013 (Cruz Roja Colombiana, 2013) para la población 

afectada por desastres naturales (por ejemplo, tras el terremoto del Eje Cafetero en 

1999 o la ola invernal de 2010) y 4.5 millones de euros para la preparación de 

comunidades y fortalecimiento de instituciones ante las catástrofes naturales (ACNUR, 

2013). 

Los beneficiarios de la ayuda europea son poblaciones recientemente desplazadas; 

población rural afectada por el conflicto; refugiados; mujeres, niñas y niños; y 
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poblaciones afrocolombianas e indígenas. Asimismo, los sectores de intervención que 

se han priorizado han sido protección, asistencia y seguridad alimentaria, salud, agua y 

saneamiento y preparación ante desastres (corteidh.or.cr, 2011). La crisis humanitaria 

en Colombia se considera una “crisis olvidada” y por ello las organizaciones 

humanitarias continúan manteniendo su asistencia. Cada año da prioridad a aquellas 

zonas que concentran mayor población afectada y donde la ayuda humanitaria tiene un 

valor añadido y complementa la de instituciones colombianas. Las acciones de ayuda 

humanitaria siempre se fundamentan en los principios humanitarios: humanidad, 

neutralidad, imparcialidad e independencia. Los programas que la ayuda 

particularmente europea financia son desarrollados en el terreno por agencias de 

Naciones Unidas, el Movimiento Internacional de la Cruz Roja y Organizaciones no 

Gubernamentales (ACNUR, 2013). 

Si bien es importante la atención que se ha brindado a las víctimas por parte de la 

Ayuda Humanitaria, ésta ha presentado transformaciones que ameritan realizar un 

estudio sobre su efectividad y alcance sobre los objetivos que se han propuesto con 

respecto a la atención de necesidades básicas y reparaciones legales consecuentes 

con el daño causado por las partes del conflicto armado que experimenta el país.  

En este punto se plantea como problema de investigación el hecho de si la Ayuda 

Humanitaria en Colombia ha logrado disminuir el impacto que tienen los hechos 

victimizantes en las comunidades afectadas por el conflicto, de donde se plantea como 

pregunta problema  ¿Cuál ha sido el impacto de los componentes de la Ayuda 

Humanitaria para la atención y reparación integral  de las víctimas en el conflicto 

colombiano durante el periodo 2011- 2015? Frente a éste cuestionamiento, siguiendo la 

propuesta de Subirats, knoepfel, Larrue, & Varone (2008) se expresa como hipótesis de 

trabajo sobre los contenidos de la política de atención a víctimas, la siguiente: 

La definición política de la Ayuda Humanitaria para la atención de víctimas presenta un 

alto grado de complejidad, lo que provoca que los objetivos de la misma sean poco 

claros y su implementación se vea condicionada a los requerimientos institucionales 

estatales y del sector privado, razón por la cual  los alcances de la implementación de 
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los componentes de ésta Ayuda Humanitaria no han sido contundentes para lograr una 

disminución del impacto de los hechos victimizantes que afectan a las víctimas del 

conflicto colombiano.  

En este sentido el objetivo general sobre la investigación, es determinar el alcance de 

la ayuda humanitaria hacia las víctimas del conflicto armado interno en Colombia, a 

partir de un análisis de los componentes de la  ayuda. De esta manera, se puede 

visualizar el impacto social que ocasionan las políticas estatales en un marco jurídico 

de protección de los derechos humanos. El alcance de este objetivo se realizará a 

través de los siguientes objetivos específicos: identificar la ayuda humanitaria que 

brinda el sistema de reparación integral a las víctimas; señalar la cobertura y la 

atención a las víctimas del conflicto; analizar el desarrollo de la ayuda humanitaria 

implementada por el sector privado, identificar los enfoques  que guían el trabajo de las 

Naciones Unidas  con las comunidad, realizar una evaluación del alcance del programa 

de atención y reparación integral a las víctimas del conflicto. 

Los métodos aplicados fueron: En primer lugar una recopilación de información 

histórica a través de la estructuración historiográfica con líneas de tiempo y la 

realización de un análisis crítico interno de la misma (Quipas Bellizza, s.f); en segundo 

lugar análisis de información estadística desde el establecimiento de series ya 

establecidas  que permitan extraer información de éstas (Quipas Bellizza, s.f); en tercer 

lugar información jurídica en donde se realiza un análisis de contenido de los datos 

recolectados lo que permitió hacer estudios comparativos (Chávez de Paz, 2008).  

Los métodos del análisis y la comparación permitieron conocer las limitaciones y los 

alcances que han tenido las instituciones encargadas de las ayudas humanitarias, con 

base en los informes que en este sentido realizan los organismos privados 

internacionales así como en los informes de gestión del principal organismo público 

para la atención de víctimas la Unidad de Atención y Reparación Integral de Víctimas – 

UARIV, así como de las Comisiones creadas para el seguimiento a la implementación 

de la Ley 1448 de 2011.  
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A partir del trabajo de revisión documental se logra presentar parte de las conclusiones 

que la Ayuda Humanitaria desarrolla por parte del sector privado, el cual  tiene un 

fuerte componente de asistencia inmediata. Sin embargo, los impactos de sus acciones 

(Estrada Ramírez, 2008) no cuentan con estudios periódicos sobres las mismas, lo que 

dificulta establecer el impacto social así como medir el nivel de alianzas de este sector 

y los actores locales, con lo cual se limita el estudio sobre la sostenibilidad de la ayuda 

humanitaria del sector privado.  

Además, fue posible establecer que desde el Sistema de las Naciones Unidas, existen 

varios enfoques para guiar el trabajo para fortalecer a las comunidades donde actúan. 

El primer enfoque se presenta desde la convivencia y el desarrollo, reconociendo que 

los derechos a la verdad, a la justicia y a la reparación están íntimamente ligados a la 

recuperación de los derechos políticos de la población afectada por la violencia, y que a 

su vez, son fundamento de la construcción ciudadana de la Nación, del desarrollo 

humano y de la profundización de la democracia participativa, con lo cual desarrollan 

actividades que complementan y fortalecen el trabajo que se realiza desde la 

implementación de la Ley 1448 de 2011. 

Un segundo enfoque, busca el fortalecimiento de las capacidades de paz, fomentando 

para ello la participación de los actores territoriales y nacionales del Estado y de la 

sociedad civil, en torno a la realización de los derechos de las víctimas. Y el tercero, un 

enfoque diferencial y de género centrado en poblaciones víctimas del conflicto 

tradicionalmente excluidas, promoviendo la participación activa y crítica de mujeres, 

grupos étnicos, personas desplazadas y jóvenes en riesgo de vinculación y 

reclutamiento forzoso (País-Real, 2010).  

En este sentido la ayuda humanitaria que se desarrolla desde el sector privado 

internacional, busca superar la atención material y de emergencia vital para las 

víctimas, en búsqueda de una reconstrucción del tejido social de las comunidades con 

un empoderamiento de las mismas a través del fortalecimiento de las capacidades 

políticas. Con lo cual se evidencia que tienen el mismo enfoque desarrollado por el 

Estado desde el concepto de reparación integral expuesto en la ley 1448 de 2011. 
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En lo que se refiere al sector estatal, para la implementación de la política de atención 

a las víctimas señalada en la Ley 1448 de 2011,  se estableció una línea de trabajo que 

se componía del enfoque presupuestal y cantidad de población a atender. Para ello se 

constituyó el documento Conpes 3712 de 2012 que establece los lineamientos del Plan 

Nacional de Financiación y sostenibilidad de la mencionada ley durante los próximos 

diez años, es decir hasta el 2021.  

Sobre el componente presupuestal de la línea base, el documento Conpes 3712 

sostiene que el lineamiento del gasto debe determinarse en primer lugar con la 

consolidación del universo de víctimas, pero que establecerlo se dificulta por varios 

motivos, en primer lugar por la dificultar de realizar el registro de la población por la 

falta de sistematización de la información desde 1985, fecha que señala la ley; así 

mismo  las entidades oficiales que poseen información relevante para el estimativo del 

universo, no cuentan con una caracterización del contexto en el que sucedieron los 

hechos delictivos; en tercer lugar dado que parte de los registros existentes a la fecha  

no se incluye ningún cálculo sobre la proyección del futuro universo de víctimas, por lo 

que excluye a quienes sean víctimas que aún no han sido registradas, así como 

aquellos que sufran nuevos hechos victimizantes en el marco del conflicto armado 

interno. Lo que de acuerdo al DNP (2012), implica que el universo debe revisarse y 

actualizarse permanentemente en el futuro. Y es precisamente esta forma de 

caracterizar al universo de las víctimas la que ha suscitado grandes contradictores a la 

política de atención a las mismas por parte del Estado.  
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1. Acciones puntuales para la cobertura de las ayudas humanitarias por parte 

del sistema de reparación integral a las víctimas del conflicto 

 

1.1 Delimitación conceptual de ayuda humanitaria 

 

Para comenzar el análisis del alcance de la ayuda humanitaria para las víctimas del 

conflicto en el país, se hace necesario realizar una introducción conceptual desde 

donde se abordará el tema en primer lugar desde una aproximación histórica del 

concepto, seguida de la presentación de los debates sobre las precisiones de lo que 

implica la ayuda humanitaria en condiciones de desastre naturales o conflicto armado. 

Si se considera que la ayuda humanitaria engloba las acciones de asistencia a quien lo 

pueda necesitar como producto de una situación de vulnerabilidad, no es posible 

establecer un origen preciso para este tipo de intervención dado que podría ser tan 

antigua como la misma humanidad. 

Enmarcada inicialmente en los conceptos de caridad, la ayuda humanitaria sufre un 

largo proceso de secularización de las formas de asistencia que unidas a los ideales de 

la ilustración se consolida bajo el concepto de “humanismo”, lo cual  considera que 

todos los seres humanos cuentan con los mismos derechos y deberes, es así que las 

ideas ilustradas de igualdad y fraternidad aparecen en la base de este nuevo concepto 

de humanidad (Rey Marcos, Cooperacionycrisis.com, s.f). Sin embargo el desarrollo de 

estos ideales se da a la par de grandes confrontaciones y situaciones de guerra, lo que 

propiciaría el surgimiento en el siglo XIX del Comité Internacional de la Cruz Roja 

(CICR) que buscaba garantizar la protección sanitaria de los afectados por los 

enfrentamientos militares y  posteriormente al Derecho Internacional  Humanitario, que 

es la base jurídica de las acciones humanitarias durante los conflictos armados 

(Abrisketa & Pérez de Armiño, 2006). 

A partir de lo anterior – la idea de humanismo y la existencia de los conflictos bélicos- 

surge la idea de ayuda o asistencia a las víctimas con un criterio orientador de las 

necesidades de las personas en una condición de imparcialidad e independencia, por 
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quienes prestan dicha ayuda.  Con la finalización de la Primera Guerra Mundial, la Cruz 

Roja se estructura en dos suborganizaciones por una parte el CICR con la misión de 

dar protección legal y asistencia a las víctimas militares y civiles de la guerra y por otra 

parte la de las Sociedades de la Cruz Roja y de la Media Luna Roja, se dedican a 

trabajar en tareas humanitarias en tiempos de paz. Otra iniciativa que se desarrolló en 

este mismo periodo fue la de H. Hoover, que en 1914, ante la hambruna que producto 

de la guerra asoló Bélgica,  logró acuerdos para hacer llegar comida al país y para la 

finalización del conflicto crea  la American Relief Administration, enfocada en atender 

cuestiones sobre el hambre, los huérfanos y los prisioneros de guerra que debían 

regresar a sus hogares (mundosolidario.org , 2010). Posteriormente se crea Save the 

Children’s Fund, centrada de manera más concreta en los niños huérfanos. A raíz de 

las consecuencias de la segunda guerra mundial se crea OXFAM y algunas 

contradicciones frente a las formas de trabajo de la CICR se crea posteriormente la 

organización médicos sin fronteras (mundosolidario.org , 2010). 

La ayuda humanitaria parte entonces de las crisis desarrolladas por los intereses 

políticos y económicos de distintos países desembocando en tragedias humanitarias, 

sin embargo la forma de comprender las maneras de atender a la población, el enfoque 

y los principios no son uniformes para todas las organizaciones lo que provoca que la 

población beneficiaria tenga distintos enfoques e intereses.   

Luego de estas aproximaciones históricas se expondrán algunos de los debates que 

involucran las precisiones conceptuales de lo que significa la ayuda humanitaria y las 

tendencias que tales discusiones producen.  

El concepto de ayuda humanitaria hace parte de un gran debate sobre su alcance y 

precisiones, sin embargo es posible determinar en términos generales que es un tipo 

de ayuda solidaria que se brinda de forma inmediata por las emergencias ocasionadas 

por catástrofes naturales, creadas por el hombre o por conflictos armados (Cerdá 

Morales , 2003).  

En la última etapa del desarrollo histórico de la “ayuda humanitaria”, se ha posicionado 

la tendencia de cambiar el término de “ayuda” por “acción” (Rey Marcos, 
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Cooperacionycrisis.com, s.f), dado que permite ampliar el margen de actuación que 

involucre las dimensiones de asistencia, protección y testimonio, dado que puede 

entenderse por acción humanitaria todas las actividades que implican la protección, la 

asistencia en favor de las víctimas tanto civiles como militares – es decir en un 

concepto amplio que involucra tanto a las partes en conflicto, como a quienes son 

civiles al margen del mismo, pero que se encuentran en el mismo espacio- de cualquier 

tipo de desastres, buscando atender el sufrimiento, garantizar la subsistencia y 

proteger los derechos humanos.  

Sin embargo para autores como Abrisketa y Pérez de Armiño (2006), los conceptos de 

acción humanitaria, ayuda de emergencia y ayuda humanitaria implican rasgos 

diferenciadores que hacen necesaria una especificación.  Para los autores la ayuda de 

emergencia es  proporcionada con carácter de urgencia a las víctimas de desastres ya 

sean naturales o por conflictos armados y que consiste básicamente en bienes y 

servicios esenciales como agua, alimentos, abrigo, medicamentos y atención sanitaria 

con una intervención limitada de 6 a máximo 12 meses (Abrisketa & Pérez de Armiño, 

2006, párr. 6). 

Por su parte la ayuda humanitaria, como lo definen varias agencias como el Programa 

Mundial de Alimentos (PMA), implica acciones más amplias, pues no sólo se compone 

de la mencionada ayuda de emergencia, sino que también hace parte de la ayuda en 

forma de operaciones prolongadas para refugiados y desplazados. En tercer lugar la 

acción humanitaria, implica un contenido más amplio que el de la ayuda humanitaria, 

incluyendo además la protección de víctimas y la defensa de sus derechos 

fundamentales en contextos de conflictos armados, haciendo uso de la denuncia, la 

presión política y el acompañamiento (Abrisketa & Pérez de Armiño, 2006). 

A partir de lo expuesto y como lo determina la Comisión Europea, “la ayuda 

humanitaria es entonces la expresión fundamental del valor universal de la solidaridad 

entre las personas, además de constituir una obligación moral” (Consejo Europeo 

Sobre Ayuda Humanitaria, s.f, pág. 3). Y contiene como principios humanitarios 

fundamentales la humanidad, la neutralidad, la imparcialidad, el respeto, es así que de 
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acuerdo a estos principios, son las necesidades de las personas las que deben regir 

todo este tipo de ayuda, no los Estados con sus intereses  por lo cual es necesario 

también diferenciarla en este sentido de la Cooperación para el Desarrollo. 

Como antes se mencionó, la ayuda humanitaria encuentra su alcance  sobre los 

conceptos de filantropía, beneficencia, altruismo y caridad (Pineda & Sánchez 

Rodriguez, 2012). Desde esta perspectiva busca atenuar las secuelas de los conflictos 

sin incidir en sus causas, si bien esta orientación le ha ocasionado críticas en el 

sentido, pues para muchos expertos en la materia, la ayuda debe sentar las bases de 

la resolución de los conflictos, no obstante la acción humanitaria cuenta desde sus 

principios la imparcialidad, lo cual supone la no intervención en debates políticos, 

económicos, sociales o culturales alrededor del origen de la guerra. 

Si bien se deben considerar los principios bajo los que actúa la ayuda humanitaria, la 

forma de analizar sus límites es la consideración de ésta como un derecho, en donde 

se sitúa a las víctimas como sujetos a recibir esta asistencia humanitaria (Rey Marcos, 

2013). De acuerdo a este autor, debe ser considerado en fase de creación y no todavía 

como derecho subjetivo de tercera generación, es así que desde lo propuesto por el 

Proyecto Esfera, las personas afectadas por un desastre o un conflicto armado tienen 

derecho a vivir con dignidad, y por lo tanto, a recibir asistencia; y segundo, que se 

deben tomar todas las medidas posibles para aliviar el sufrimiento humano ocasionado 

por los desastres y el conflicto armado (Proyecto Esfera, 2011). 

El desarrollo de los procesos que llevaron con el desmonte del modelo de Estado de la 

Unión Soviética y la posterior pausa de la Guerra Fría, determinó que se presentaran 

siguiendo a Sanahuja (2005), nuevas aproximaciones a la unión entre paz, seguridad y 

desarrollo, en la búsqueda de estabilización de las sociedades que se encontraban 

sumidas en conflictos económicos, étnicos o políticos.  

En este escenario la ayuda humanitaria comenzó a constituirse en un instrumento 

fundamental para prevenir los conflictos y construir la paz, lo que representó un desafío 

importante  particularmente en “la intervención en contextos de conflicto armado interno 
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y de “intervenciones humanitarias” que afectan al espacio y posibilidades de actuación 

de las organizaciones de socorros y desarrollo” (Sanahuja, 2005, pág. 5). 

Si bien, es difícil determinar la importancia del fenómeno de la globalización en el 

mantenimiento o desarrollo de los conflictos actuales, se cumple un papel fundamental 

en la percepción que se tiene de los mismos, gracias principalmente a los medios de 

comunicación. Por lo cual las acciones y ayudas humanitarias deben comprender la 

especificidad de las situaciones de los conflictos para que sea posible desarrollar los 

mejores medios para atender de manera válida y duradera a la población afectada, 

desde una perspectiva de coherencia entre la acción y las razones que la fundamentan 

(Blondel, 2004). 

Es precisamente la acción de los  medios de comunicación globales, la que provoca el 

fortalecimiento de la ayuda humanitaria, pues las imágenes de las guerras y las 

catástrofes le han dado la vuelta al mundo, con lo cual las condiciones de vida 

vulnerables son visibles de manera más detallada y para más público. De forma 

complementaria y de acuerdo a Senarclens (2000), el aumento del “espacio 

humanitario”, refleja a su vez la profundización de las situaciones de desamparo como 

producto del cambio ideológico de los Estados que movidos por el neoliberalismo han 

reducido la protección social y cambiando la política de atención de la pobreza 

(Senarclens, 2000). 

Desde el enfoque del CICR, la incidencia de la globalización en la acción humanitaria 

plantea un desafío que se constituye en analizar las situaciones globalmente y actuar 

localmente, pues:  

Esa tensión entre "exterior" e "interior" se manifiesta, por otra parte, en la 
concepción misma de la acción humanitaria, tal como la concibe el CICR: una 
acción independiente de los intereses políticos y económicos particulares, que sin 
embargo la Institución debe conocer muy bien, y que debe permanecer cerca de 
las personas afectadas por los conflictos armados, estar atenta a sus necesidades, 
a las que debe responder con imparcialidad, rapidez y eficacia (Blondel, 2004, p. 
7). 
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Es así que los nuevos conflictos y las estrategias políticas han determinado un cambio 

en el sistema internacional de ayuda al emerger como actores importantes del 

patrocinio a la ayuda humanitaria, las empresas transnacionales, gobiernos locales y 

comunidades políticas internacionales como la Unión Europea, que buscan transformar 

estas acciones en instrumentos de proyección internacional. Es así que particularmente 

para este último actor, la ayuda humanitaria es central hasta el punto de generar bases 

legales a la ayuda europea, especificando objetivos comunes ordenando la 

coordinación y la complementariedad de los programas de ayuda de la Unión Europea 

y de los estados miembros (CENTRO DE COOPERACIÓN AL DESARROLLO, 2010).  

 

1.2 La ayuda humanitaria en Colombia 

 

Luego de la presentación de los debates sobre las precisiones conceptuales e  

históricas que permitieron exponer el enfoque desde donde se presenta el análisis  de 

la ayuda humanitaria, se continuará con la descripción de cómo se implementan estos 

programas de ayuda en Colombia. Este aparte comprende el análisis en primer lugar 

de cómo se brinda esta ayuda en Colombia, en segundo lugar los tipos de actores 

privados y públicos que intervienen en el país, en tercer lugar quiénes se constituyen 

como víctimas y en cuarto lugar el concepto de reparación integral.   

 

El conflicto armado interno que padece Colombia desde hace varias décadas (ACNUR, 

1998) sumado a las consecuencias de los desastres naturales ha ocasionado que el 

tema de la ayuda humanitaria sea muy importante para la atención a las víctimas, de 

aquí que el Estado formuló un proceso de estandarización para lograr atender la 

población que se vea afectada en el país, a causa de los fenómenos de origen natural 

de la ayuda humanitaria tecnológico, momentos de hambre, dolor, frío, desamparo, 

desconcierto, enfermedad, así como la pérdida de vivienda, enseres y demás 

circunstancias derivadas de las emergencias, que generan situaciones de “crisis” en las 

personas y familias (UNGRD, 2013). En este lineamiento gubernamental no se 
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mencionan directamente a las víctimas del conflicto armado interno, presenta un 

enfoque sobre la atención desde las necesidades vitales de la población que se 

constituye en víctima por alguna circunstancia que cambia su modo de vida, esta visión 

condiciona la forma de acción gubernamental dado que homogeniza la atención, 

creando una sola condición la de víctimas, sin reconocer la importancia del origen lo 

que debería ser fundamental para enfocar la ayuda. 

En este punto se encuentra uno de los aspectos más relevantes de los que significa la 

ayuda humanitaria dado que tiene percepciones y apropiaciones particulares que 

surgen en medio del contexto en el que se desarrolla el país, en donde se considera 

“humanitario” el intercambio de prisioneros, o no existen políticas claras de prevención 

de situaciones que originan la vulnerabilidad de la población, por ejemplo los 

desplazados, sino que se atiende la problemática como si fuere un desastre natural, 

frente a lo que “sólo queda esperar que suceda” (Rey Marcos & Thieux , 2008), esto 

significa que las acciones del Estado se relacionan con la atención y no la prevención.  

Desde un punto de vista estadístico, existen otros sectores que brindan ayuda 

reconociendo un conflicto interno con víctimas en Colombia, a partir de los resultados 

que ofrece el Sistema Rut para el 2015 se ubican principalmente a la Iglesia católica 

como la entidad que más ha prestado ayuda a la población, Cruz Roja Colombiana 

(14.70), familiares o amigos (11,45) y el Comité Internacional de la Cruz Roja - CICR - 

(11.21%) (disaster.info.net, 2002).  
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Gráfico 1: Entidades que han brindado ayuda humanitaria en el año 2002  

 

Fuente: Informe de http://www.disaster-info.net/desplazados/informes/rut/14/default_print.htm. 

 

La ayuda humanitaria en Colombia se circunscribe a dos tipos de acciones y de 

actores. En cuanto a la primera se da la atención ante desastres ocasionados por 

causas naturales y las crisis que se origen como consecuencia por el conflicto armado, 

en este sentido su alcance se da en las dos líneas tradicionales. 

Los actores que se involucran en la atención para la ayuda humanitaria son de dos  

naturalezas, el Estado y las  organizaciones independientes de orden internacional que 

de forma solidaria e imparcial desarrollan sus actividades en favor de la población civil 

afectada por el conflicto armado.    

Tanto la forma de ayuda, como los actores, no se encuentran estáticos en el tiempo, 

sino que presentan como característica una constante evolución o por lo menos 

cambios. De acuerdo a Ryfman (2007), se han producido cada diez años, en promedio, 

mutaciones profundas tanto en el entorno como en la forma en que se presta la ayuda 

humanitaria, así “la ayuda humanitaria de los primeros años del siglo XXI presenta 

diferencias considerables con respecto a la que se prestó durante la década anterior. 

Ésta fue, a su vez, radicalmente diferente de la acción humanitaria de los años 1980” 

(Ryfman, 2007, pág. 2). Pues se evidencia mayor participación de Estados nacionales, 

con lo cual también se prolonga la acción de dominación sobre territorio. 

 

http://www.disaster-info.net/desplazados/informes/rut/14/default_print.htm
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1.2.1 Actores humanitarios y víctimas: Protagonistas de la ayuda humanitaria. 

Los cambios en el ámbito humanitario, tienen sin embargo un elemento invariable, y es  

la presencia constante e importante de la dimensión privada, lo que se traduce en que 

la base de la atención humanitaria es prestada por actores que no son estatales, con 

un conjunto de interacciones que se van adecuando al espacio en los que se 

desarrollan. Así en Colombia se articulan en un trabajo que busca atender a las 

víctimas particularmente del conflicto armado interno, se exponen a continuación las 

características no sólo de los actores del ámbito privado, sino también de los estatales: 

 

Actor humanitario desde el ámbito privado 

Una de las principales características de la ayuda humanitaria es la importancia de los 

actores privados para su desarrollo, es decir que se trata de una asistencia humanitaria 

prestada por actores que no son estatales ni interestatales. Esta presencia de actores 

privados se materializa a través de estructuras sin fines de lucro ni comerciales, que se 

ejemplifican con el Movimiento Internacional de la Cruz Roja y de la Media Luna Roja, 

del CICR a las Sociedades Nacionales, pasando por la Federación Internacional 

(FICR). Pero también a través de las asociaciones humanitarias: es decir, lo que se 

conoce como organizaciones no gubernamentales (ONG), en donde la importancia de 

este actor no sólo no disminuye en el campo humanitario, sino que, por el contrario, 

parece aumentar (Ryfman, 2007). Particularmente para el caso colombiano, se 

exponen a continuación los principales actores humanitarios que desarrollan su labor 

en el país. 

El primero de ellos es el Comité Internacional de la Cruz Roja – CICR- que presta 

asistencia y protección a las víctimas que requerían ayuda inmediata para hacer frente 

a los daños causados por los actores armados, esta asistencia consiste, por ejemplo, 

en la entrega de alimentos, utensilios básicos de aseo y hogar para familias 

desplazadas; pago de traslados para personas amenazadas; cobertura de gastos 

funerarios para personas que perdieron a un ser querido y que no contaban con los 

medios para costear el sepelio; pago de medicamentos y tratamientos médicos; 
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evacuación de heridos y enfermos de las zonas en conflicto, y entrega de material para 

la rehabilitación de infraestructuras (CICR, 2012). De acuerdo al tipo de trabajo que 

realizan en un marco de dialogo confidencial que mantiene con todas las partes en 

conflicto y con otros actores armados, el CICR brinda protección a la población, al 

transmitir a los presuntos victimarios casos de violaciones conocidas y persuadir a 

todas las partes en conflicto y otros actores armados para que respeten las normas 

humanitarias (CICR, 2012). Todas estas actividades se realizaron gracias al trabajo 

conjunto con la Cruz Roja Colombiana, socio estratégico del CICR en el país, que con 

su labor humanitaria contribuye a multiplicar el impacto y la atención a muchas víctimas 

del conflicto armado y la violencia en diversas zonas (CICR, 2012). 

Otro de los actores que desarrolla ayuda humanitaria en Colombia es la Oficina para la 

Coordinación de Asuntos Humanitarios (OCHA por sus siglas en inglés), que depende 

de la Secretaría de la ONU, es responsable de la coordinación de las respuestas a 

emergencias. Realiza esta función a través del Comité Permanente Interagencial, entre 

cuyos miembros se encuentran las entidades del sistema de la ONU con mayor 

responsabilidad a la hora de proporcionar ayuda de emergencia. Un enfoque 

coordinado de todo el sistema en la ayuda de socorro es esencial a la hora de 

proporcionar asistencia rápida y eficiente a los necesitados (ONU, s.f). 

En el tema de ayuda humanitaria centrada a niños, niñas y sus familias es Visión 

Mundial, quien desde un enfoque confesional promueve acciones globales de 

desarrollo y ayuda humanitaria, Advocacy -Incidencia política y movilización-, para 

reducir la pobreza y la injusticia (Vision Mundial, 2016). Junto con las organizaciones 

mencionadas se encuentran otras que son de naturaleza religiosa o laica, que desde el 

sector privado y de la sociedad civil realizan de manera subsidiaria frente al Estado, 

otras veces de manera complementaria, actividades con el fundamento de la 

solidaridad frente a los que lo requieran. Estos actores se involucran en acciones que 

buscan atender no sólo las necesidades inmediatas para la supervivencia, sino que 

impactan en temas de desigualdad. Lo que supone que se encuentran realizando 

transiciones hacia escenarios de emergencia compleja lo que corresponde tanto con la 

naturaleza del conflicto colombiano como con los nuevos escenarios de acción. 
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Esta ayuda humanitaria desarrollada por el sector privado tiene un fuerte componente 

de asistencia inmediata, sin embargo, los impactos de sus acciones de acuerdo a 

Estrada Ramírez (2008) no cuentan con estudios y de acuerdo al citado autor una de 

las deficiencias con las que cuenta las acciones de las ONG en el territorio colombiano  

ha sido el poco diagnóstico en el contexto del conflicto armado, lo que tiene como 

resultado la limitación en la descripción de las consecuencias de los fenómenos y 

prácticas sociales de las comunidades, así como del saber histórico y cultural, esto 

puede conducir a realizar débiles alianzas con los actores locales limitando muchas 

veces la sostenibilidad.   

 

El actor humanitario desde el ámbito estatal  

Colombia ha padecido una crisis humanitaria especialmente relacionada con el 

conflicto armado, sin embargo también sufre de manera constante desastres naturales 

causados particularmente por la variabilidad climática extrema y la mala gestión de los 

recursos naturales.  

El Estado cuenta con agencias especializadas en responder a las emergencias 

causadas por las condiciones mencionadas anteriormente, estas instituciones la 

Unidad de Atención y Reparación Integral a las Víctimas (UARIV) y la Unidad Nacional 

de Gestión del Riesgo de Desastres (UNGRD), respectivamente, son las principales 

proveedoras de asistencia de emergencia en el país. Sin embargo, las capacidades de 

respuesta, especialmente a nivel local en algunas de las regiones más afectadas por el 

conflicto, a veces se ven desbordadas por las emergencias y condicionadas por graves 

limitaciones de acceso, la ausencia de partidas presupuestarias suficientes y de 

capacidad de respuesta técnica por parte de las autoridades locales, los vacíos en la 

coordinación nacional-local y la débil presencia civil del Estado en algunas zonas 

(AECID.ES, 2015). 

La competencia estatal en la ayuda humanitaria que busca reducir la vulnerabilidad se 

expresa específicamente en la Ley 1448 de Víctimas y Restitución de Tierras y la Ley 

1523 de 2012 de política nacional de gestión del riesgo de desastres. En la Ley de 
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víctimas se establecen tres clases de atención humanitaria para la población 

desplazada, la atención inmediata que se encuentra a cargo de los entes territoriales e 

incluye: alimentación, artículos de aseo, manejo de abastecimientos, utensilios de 

cocina y alojamiento transitorio; la atención de emergencia, que se entrega una vez se 

haya expedido el acto administrativo que las incluye en el Registro  nico de Víctimas. 

Se entregar  de acuerdo con el grado de necesidad y urgencia respecto de su 

subsistencia mínima; la atención humanitaria de transición, que se entrega a aquellos 

hogares desplazados que aún no cuentan con los elementos necesarios para su 

subsistencia mínima, pero cuya situación, no presenta las características de gravedad 

(DNP, 2014). El ejercicio de estas acciones por parte del Estado, se articula con 

visiones de ayuda humanitaria que se han transformado desde las últimas décadas 

hacia la politización de las mismas.  

En medio de los procesos de finalización del conflicto armado, los  programas de ayuda 

humanitaria suponen un componente político profundo que permitan el reconocimiento 

del papel del Estado como actor que busca resarcir a las víctimas de la confrontación 

armada en la que han hecho parte. Es por ello que todos los componentes tienden al 

reconocimiento de derechos de los individuos y comunidades afectados por la 

violencia, para trascender así los aspectos puramente materiales.  

 

1.2.1.1 Las víctimas como beneficiarias de la  ayuda humanitaria. 

Frente a la ayuda humanitaria brindada tanto de agentes estatales como públicos, es 

necesario realizar una aproximación frente a los beneficiarios de esta ayuda, es así que 

este aparte se centra en describir el concepto de víctima en el marco de la legislación 

colombiana y de su enfoque de reparación integral.   

La concepción de víctima no ha sido unívoca en términos teóricos ni normativos, 

enmarc ndose en posturas “que van desde la responsabilidad hasta la inocencia” 

(Bocanegra Bayona & Nieto Súa, 2010, p. 323). La Convención de las Naciones Unidas 

ha desarrollado una concepción denominada “din mica relacional compleja” que se 
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presentó en la  Declaración de la Asamblea General de las Naciones Unidas sobre los 

Principios Básicos de Justicia para las Víctimas del Delito y del Abuso de Poder, en 

donde se consideran en esta condición a las personas que de manera individual o 

colectiva hayan sufrido algún tipo de daño físico, emocional, económica y menoscabo 

de sus derechos, y que puede hacerse extensiva a los familiares que tengan una 

relación inmediata con la víctima (NACIONES UNIDAS, 1985). Esta concepción 

involucra que ser víctima produce efectos psicológicos que no permiten el desarrollo de 

las personas y alteran la construcción de relaciones con su entorno, su familia cercana 

y la sociedad en general.  

En relación con el conflicto armado colombiano, el concepto de víctima no limita a estas 

propuestas, sino que de acuerdo a Delgado Barón (2015), se considera a las víctimas 

como “sujetos de justicia” que contienen parte de la memoria del conflicto y que 

conlleva un proceso de autorreconocimiento, por lo cual se posicionan como un 

colectivo que busca identificarse no sólo como “sujetos pasivos” en materia jurídica 

sino que permitan su emergencia como actores políticos.  

Esta ampliación de la noción implica no sólo los términos de reparación material y 

jurídica, sino un reconocimiento social, simbolico e histórico, con lo cual la respuesta 

institucional debe tener un punto de reconocimiento de esta dimensión, y si bien los 

procesos de verdad y memoría histórica son un avance, es necesario transformar esta 

visión en una noción social.  

Otras formas de abordar el concepto de víctima es el que se desarrolla en términos 

normativos, que para el caso colombiano, ha encontrado sus marcos recientes  a 

través de la Ley 906 de 2004, la Ley 975 de 2005, que tienen el enfoque establecido 

por las Naciones Unidas, la Ley 742 de 2002  que aprobó el estatuto de la Corte Penal 

Internacional, la Ley 1448 de 2011 Ley de víctimas y restitución de tierras, en donde a 

la definición de la víctima ya establecida se incluye la de una ampliación de la 

perspectiva de familiares incluyendo a las parejas del mismo sexo e incluso a actores 

humanitarios que hayan intervenido para asistir o prevenir la victimización.  
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Así mismo, en esta generalización del proceso normativo, el concepto de víctima a los 

sujetos que han sufrido daños particularmente por el conflicto armado, pasando a 

incluir a sus familiares cercanos y llegando a circunscribir a una de las partes del 

conflicto como lo son miembros de la fuerza pública.    

 

“Calidad de víctima” y hechos victimizantes en el conflicto colombiano  

La “calidad de víctima” llegó a establecerse, luego de los debates desarrollados para 

lograr diferenciar quién podía  ser considerado  víctima de delitos comunes frente a 

quienes se constituían como tal por cuenta del conflicto armado y que emergen como 

resultado de las violaciones masivas y sistem ticas al “Derecho Internacional 

Humanitario o de las violaciones graves y manifiestas a las normas internacionales de 

Derechos Humanos” (Corte Constitucional. Sentencia C-781/12. M.P. María Victoria 

Calle), producto del conflicto armado reconocido. 

Desde aquí que los criterios para identificar las víctimas que son amparadas por la Ley 

1448 de 2011 comprendería tener en cuenta un criterio amplio para el reconocimiento 

de la población que permita aplicar los principios de favorabilidad, buena fe, confianza 

legítima y prevalencia del derecho sustancial sobre las formalidades, observando como 

elemento restrictivo la fecha de 1 de enero de 1985, con lo cual a la víctima que se 

encuentra fuera de éste rango, no se le niega el acceso a medidas de reparación sino 

que esta tiene la característica de ser simbólica, además de las garantías de no 

repetición y derecho a la verdad.  En resumen la mencionada Ley es la que termina 

otorgando la calidad de víctima. 

Las condiciones que permiten establecer quiénes pueden ser considerados como 

víctimas se complementan con lo señalado en la Ley 1448 de 2011 con el 

establecimiento de los hechos victimizantes, cuyo concepto puede remontarse desde 

los desarrollos iniciados con  la “Declaración de Principios Fundamentales de Justicia 

para las Víctimas de Delitos y de Abuso de Poder”, en donde se declaró la existencia 

de millones de víctimas que han sufrido daño por la comisión de delitos y que no han 
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sido reconocidos adecuadamente (Fattah, 2014). Así mismo, en esta Declaración el 

concepto de “víctima” no tiene un límite en relación con sus victimarios, es decir que 

independiente del proceso judicial que estos últimos afronten deben mantenerse  las 

condiciones de la reparación adecuada  y el trato de dignidad.    

En este escenario y el marco de la legislación vigente, se considera que las situaciones 

victimizantes son las minas antipersonales o municiones sin explotar, secuestro, 

desplazamientos forzados, violencia sexual, tratos crueles inhumanos y degradantes, 

desaparición forzada, reclutamiento ilegal de menores (Viva.org, 2013). 

De acuerdo a cifras consolidadas por la Unidad de Victimas, desde el año 1985 y hasta 

el último semestre de 2015, se reportan como víctimas de distintos hechos 

victimizantes, las siguientes: 

Tabla 1. Hechos Victimizantes  

HECHOS PERSONAS 

Abandono o Despojo Forzado de Tierras 10.589 

Acto terrorista/Atentados/Combates/ Hostigamientos 90.904 

Amenaza  313.114 

Delitos contra la libertad y la integridad sexual 15.723 

Desaparición forzada 163.446 

Desplazamiento 6.883.513 

Homicidio 975.494 

Minas antipersona/Munición sin explotar/artefacto explosivo 11.026 

Pérdida de Bienes Muebles o inmuebles 107. 141 

Secuestro 32.753 

Sin información 42 

Tortura 9.931 

Vinculación de niños, niñas y adolescentes 7.980 
Fuente: http://cifras.unidadvictimas.gov.co/Home/Victimizaciones 

La información de éstos hechos a nivel nacional se explica en el siguiente gráfico: 

Gráfico 2: Hechos Victimizantes nivel nacional. Total Acumulado 1995 - 2015
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Fuente: http://cifras.unidadvictimas.gov.co/Home/Victimizaciones.
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Lo anterior refleja que el conflicto armado en Colombia ha dejado más de diez millones 

de víctimas durante los últimos treinta años del conflicto, lo que hace imperativo tanto la 

implementación real de la ley, como la atención reparadora y digna de las víctimas.  

Atención a víctimas: la propuesta de la reparación integral  

Ante las graves y amplias consecuencias que refieren las violaciones de derechos 

humanos, surge el cuestionamiento sobre cómo abordar la reparación para las víctimas.  

En este sentido nace el concepto de reparación integral que se construye sobre la idea 

de buscar el pleno restablecimiento de las “obligaciones de respeto y garantía que 

requieren un complejo diseño de medidas de reparación que tiendan, no sólo a borrar 

las huellas que el hecho anti–convencional ha generado, sino también comprensivo de 

las medidas tendientes a evitar su repetición” (Rousset Siri, 2011, pág. 65). 

Es así que este tipo de medidas incluye, además de las medidas patrimoniales, las 

extra patrimoniales que incluye la restitución de las cosas al estado anterior al evento 

dañoso, la indemnización del daño moral, del daño emergente y el lucro cesante o 

pérdida del ingreso, Proyecto de vida y la garantía de no-repetición (Rousset Siri, 2011). 

Para el caso colombiano la reparación integral se enmarca en la construcción de la paz 

en el fin del conflicto, a través de siete medidas que “deben responder a los intereses y 

prioridades de las víctimas y tener en cuenta las distintas experiencias, impacto 

diferencial y condiciones particulares de las personas. Para que la reparación sea 

efectiva,  se asegurará una fuerte participación de las víctimas en las distintas medidas  

de reparación” (OFICINA DEL ALTO COMISIONADO PARA LA PAZ, 2015). 

En la Ley 1448 de 2011 se define la reparación como integral, en el sentido de que las 

víctimas tienen derecho a ser reparadas de manera adecuada, diferenciada, 

trasformadora y efectiva por el daño que han sufrido como consecuencia de las 

violaciones de los derechos fuera de la violencia común.  

En el artículo 25, se señala que la reparación comprende las medidas de restitución, 

indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición, en sus 

dimensiones individual, colectiva, material, moral y simbólica. Cada una de estas 
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medidas será implementada a favor de la víctima dependiendo de la vulneración en sus 

derechos y las características del hecho victimizante.  

Este tipo de reparación adhiere a lo estipulado en la Resolución 60/147 del 16 de 

Diciembre de 2005, que sostiene que una reparación adecuada, efectiva y rápida tiene 

por finalidad promover la justicia, remediando las violaciones manifiestas de las normas 

internacionales de derechos humanos o las violaciones graves del derecho 

internacional humanitario. La reparación ha de ser proporcional a la gravedad de las 

violaciones y al daño sufrido. Conforme a su derecho interno y a sus obligaciones 

jurídicas internacionales, los Estados concederán reparación a las víctimas por las 

acciones u omisiones que puedan atribuirse al Estado y constituyan violaciones 

manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos o violaciones graves 

del derecho internacional humanitario. Cuando se determine que una persona natural o 

jurídica u otra entidad está obligada a dar reparación a una víctima, la parte 

responsable deberá conceder reparación a la víctima o indemnizar al Estado si éste ya 

hubiera  dado reparación a la víctima. 

 

1.3 Marco para el desarrollo institucional de la ayuda humanitaria 

 

El desarrollo de la ayuda humanitaria para la atención a víctimas del conflicto armado 

requiere un marco institucional para su implementación, es por ello que esta parte de la 

investigación se centra en describir la normatividad, la jurisprudencia y la política 

pública que los ha tenido como protagonistas. Para ello se revisará la Sentencia T 025 

de 2004, la Ley 975 de 2005, la Ley 1448 de 2011, con sus posteriores desarrollos.   

La atención del Estado a las víctimas del conflicto armado no había sido estructurada 

institucionalmente hasta el punto  que para el año 2004, la Corte Constitucional en su 

Sentencia T-025 del 2004, expresa un estado de cosas inconstitucional frente a la  

situación de la población internamente desplazada, quienes ejemplifican unas de las 

principales víctimas del conflicto. Para la Corte “la gravedad de la situación de 

vulneración de derechos que enfrenta la población desplazada fue expresamente 
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reconocida por el mismo legislador al definir la condición de desplazado, y resaltar la 

violación masiva de múltiples derechos” (COLOMBIA CORTE CONSTITUCIONAL. 

Sentencia 025 de 2004. M.P. Carlos Gaviria).  

Esta condición se expresó por la falta de atención del Estado, lo que llevó a las víctimas 

a la interposición de acciones de tutelas presentadas por los desplazados para obtener 

las distintas ayudas y el incremento de las mismas. De acuerdo a la Corte las políticas 

públicas de atención a la población desplazada no han logrado contrarrestar el grave 

deterioro de las condiciones de vulnerabilidad de los desplazados, ni han logrado el 

goce efectivo de sus derechos constitucionales ni han favorecido la superación de las 

condiciones que ocasionan la violación de tales derechos. Según un estudio de la 

época citado por la  Corte, las condiciones básicas de vida de dichas personas distan 

mucho de satisfacer los derechos reconocidos nacional e internacionalmente. El 92% 

de la población desplazada presenta necesidades básicas insatisfechas (NBI), y el 80% 

se encuentra en situación de indigencia (COLOMBIA CORTE CONSTITUCIONAL. 

Sentencia 025 de 2004. M.P. Carlos Gaviria). Ante esta grave situación la Corte declara 

formalmente la existencia de un estado de cosas inconstitucional relativo a las 

condiciones de vida de la población internamente desplazada.  

Al año siguiente el gobierno expidió la Ley 975 de 2005, que en el marco de la 

negociación de paz con las autodefensas, considera avanzar en la atención de las 

víctimas desde la lógica de los derechos a la verdad, a la justicia y a la reparación, con 

lo cual se inician las acciones estatales de atención concreta a las víctimas, situación 

que en la década anterior era totalmente ajena a la institucionalidad. Con lo cual se 

comienza institucionalmente a desarrollar las iniciativas para implementar política 

pública entorno a las víctimas, por el contrario sus desarrollos no fueron los esperados, 

con lo cual se requirió una nueva propuesta que buscara responder a lo solicitado por la 

Corte en la Sentencia T-205 de 2004, para ello seis años después se presenta la Ley 

1448 de 2011. 

Con la expedición de la Ley 1448 de 2011 el Estado colombiano reconoce los derechos 

de las víctimas del conflicto armado, otorgándoles prioridades en el acceso a los 



 

 33 

servicios del Estado, y estableciendo una serie de medidas para su atención, asistencia 

y reparación integral. Si bien anteriormente se habían presentado políticas públicas que 

atendían una de las principales consecuencias del conflicto armado, el desplazamiento 

forzado,  la mencionada Ley brinda un marco legal importante para recomponer el tejido 

social, mediante la adopción de medidas a favor de las personas que han sufrido las 

consecuencias del conflicto armado. 

En el marco de esta norma, el Departamento Nacional de Planeación (DNP) como 

entidad técnica del Sistema Nacional de Atención y Reparación Integral a Víctimas 

(SNARIV) creado por la Ley 1448 que a la vez tiene en cuenta lo expresado por la 

Corte Constitucional que en el marco de la Sentencia T-025 de 2004, exige la 

evaluación de las políticas públicas tanto en términos de impacto –a través del Goce 

Efectivo de Derechos–, como de gestión y resultados –en términos del diseño de 

políticas públicas, focalización, articulación y coordinación de los esfuerzos del Estado–. 

En el marco institucional se entiende por Víctimas del Conflicto Armado Interno lo que 

corresponde a lo establecido en el art. 3 de la Ley 1448 de 2011, mientras que la 

Población Víctima de Desplazamiento Forzado por la Violencia atiende a la definición 

prevista en el art. 1 de la Ley 387 de 1997 y el parágrafo 2 del art. 60 de la Ley 1448 de 

2011. Al revisar el alcance de estas definiciones se concibe además que la población 

en situación de desplazamiento hace parte de la población víctima del conflicto armado 

interno. El esfuerzo del Estado colombiano abarca mecanismos de asistencia, atención, 

prevención, protección, reparación integral con enfoque diferencial, acceso a la justicia 

y conocimiento de la verdad para la población desplazada por la violencia y víctima del 

conflicto armado; a la vez que ofrece una serie de herramientas para que las víctimas 

reivindiquen su dignidad y desarrollen su proyecto de vida, allanando el camino hacia la 

paz y la reconciliación nacional (DNP, 2015) 

Con la ley 1448 de 2011, y la expedición de los documentos CONPES 3712 de 2011 y 

3726 de 2012, por los cuales se define el plan de financiación para la sostenibilidad de 

la Ley 1448 de 2011, por un lado; y, por otro, los lineamientos, el plan de ejecución de 

metas, el presupuesto y el mecanismo de seguimiento para el Plan Nacional de 
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Atención y Reparación Integral a Víctimas; se expresa la intención del compromiso del 

Gobierno nacional con la atención y la reparación integral de la población víctima. Si 

bien la ley en mención es tal vez la más importante, no ha sido el único esfuerzo hecho 

desde el Estado para atender y asistir integralmente a la población víctima del conflicto 

armado interno (DNP, 2015). 

Ya desde la expedición de la Ley 387 de 1997 y luego con las órdenes proferidas por la 

Corte Constitucional en la Sentencia T-025 de 2004, mediante la cual declara el Estado 

de Inconstitucional en la situación de desplazamiento forzado por la violencia, el 

esfuerzo adelantado por las entidades nacionales y territoriales encargadas de la 

atención, prevención, protección y reparación a esta población es cada vez mayor 

(DNP, 2015) 

En este sentido, es importante precisar, que la jurisprudencia constitucional nacional ha 

venido desarrollando el concepto de Goce Efectivo de Derechos- GED, como criterio 

para la intervención del Estado; pues para éste último, a las víctimas del conflicto 

armado interno que han sufrido la vulneración sistemática y continuada de múltiples 

derechos fundamentales, es necesario dignificarlas reconociendo su daño, atendiendo 

sus necesidades y reparando sus afectaciones, en el marco de un Estado Social de 

Derecho. 

 

1.4 La ayuda humanitaria desde un enfoque de derechos en el conflicto 

colombiano  

La atención a las víctimas del conflicto armado por parte de las organizaciones de 

ayuda humanitaria cuenta con varios enfoques que guían su trabajo para fortalecer a 

las comunidades donde actúan. De acuerdo al trabajo desarrollado por el Sistema de 

las Naciones Unidas, el sistema interamericano de derechos humanos y la normatividad 

colombiana (País-Real, 2010). El primer enfoque se presenta desde la convivencia y el 

desarrollo, reconociendo que los derechos a la verdad, a la justicia y a la reparación 

están íntimamente ligados a la recuperación de los derechos políticos de la población 

afectada por la violencia y que, a su vez, son fundamento de la construcción ciudadana 
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de la Nación, del desarrollo humano y de la profundización de la democracia 

participativa. 

Un segundo enfoque, busca el fortalecimiento de las capacidades de paz, fomentando 

para ello la participación en los actores territoriales y nacionales del Estado y de la 

sociedad civil, en torno a la realización de los derechos de las víctimas. Y el tercero, un 

enfoque diferencial y de género centrado en poblaciones afectadas  por el  conflicto y 

que han sido  tradicionalmente excluidas, promoviendo la participación activa y crítica 

de mujeres, grupos étnicos, personas desplazadas y jóvenes en riesgo de vinculación y 

reclutamiento forzoso (País-Real, 2010).  

Estos tres enfoques se encuentran en el trabajo de organizaciones como el Programa 

de las Naciones Unidas, PNUD- y de su programa REDES (Reconciliación y 

Desarrollo)- , a los cuales se unen criterios de atención que son compartidos por las 

organizaciones que realizan actividades de ayuda humanitaria. Tales criterios pueden 

ser resumidos como el desarrollo de  diagnósticos que deben partir del análisis de los 

derechos vulnerados, del impacto de dicha vulneración en los proyectos de vida de las 

personas, familias y comunidades afectadas, así como la identificación de las 

estrategias de afrontamiento y capacidades de la población afectada, así mismo una 

mirada interdisciplinaria, intersectorial e interinstitucional, con participación, control 

social y rendición de cuentas, las acciones se deben basar en las percepciones, 

intereses y derechos de la población afectada, con un acompañamiento para una 

recuperación social, económica y cultural; que busca impulsar procesos articulados y 

oportunos, cuyo objeto es fortalecer las capacidades y potencialidades de la población 

para el desarrollo, a la vez que se presenten valoraciones; deben incluir a toda la 

población afectada, en especial las mujeres, niñas y niños, grupos étnicos, personas en 

situación de discapacidad, adultos mayores y población con opción sexual diversa 

(País-Real, 2010). 

En este sentido la ayuda humanitaria tiene la iniciativa de superar la atención material y 

de emergencia vital para las víctimas, en búsqueda de una reconstrucción del tejido 
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social de las comunidades con un empoderamiento de las mismas a través del 

fortalecimiento de las capacidades políticas.  

Estos enfoques deben corresponder con el impacto de los programas de atención de 

las organizaciones humanitarias, por lo cual es necesario realizar un análisis de estas 

acciones, verificando si el enfoque de derechos ha logrado materializarse superando las 

limitaciones mencionadas alrededor de la acción de la ayuda humanitaria, en términos 

particularmente del relacionamiento y conocimiento de las comunidades apoyadas.  

 

1.4.1 La cobertura de la ayuda humanitaria privada internacional en el conflicto 

colombiano  

La realidad del conflicto colombiano durante el periodo 2008- 2014, las personas que 

habitaban las zonas rurales y urbanas del país afrontaron desplazamientos, 

desapariciones forzadas, amenazas, homicidios, etc., lo que ratificó la necesidad de la 

ayuda humanitaria.  Considerar el alcance de los programas que desarrollan las 

organizaciones en el territorio, ofrece elementos para analizar la cobertura de los 

mismos en función de apoyar el ejercicio de los derechos por parte de la población 

víctima del conflicto.  

Si bien no todas las entidades cuentan con documentos públicos  que expongan las 

acciones en términos de rendición de cuentas, a continuación se analizaran las que 

divulgan de manera oficial sus tareas: 

a. Comité Internacional de la Cruz Roja –CICR La organización inicia sus informes 

sobre la cobertura reconociendo que su  acción humanitaria es independiente, neutral e 

imparcial que se constituye en la razón de ser del Comité Internacional de la Cruz Roja 

(CICR) y del Movimiento Internacional de la Cruz Roja y de la Media Luna Roja. Una 

acción humanitaria en favor de las víctimas de los conflictos armados y de la violencia 

interna (CICR, 2008).  

Gráfico 3: Cobertura Geográfica CICR en Colombia 2008- 2014 
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CICR en Colombia 2009      

Fuente: Informe CICR (2009) 



 

 38 

CICR en Colombia 2010

Informe CICR (2010) 
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CICR en Colombia 2014 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

  

 

 

 

 

 

Informe CICR (2014) 
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En términos de cobertura geográfica el CICR, extiende su presencia con creaciones de 

oficinas centrales no sólo en ciudades capitales grandes e intermedias, sino con 

subdelegaciones en capitales pequeñas.  La labor humanitaria del CICR se enfoca en 

tres ejes básicos: protección –es decir, los casos de violaciones directas que el CICR 

conoce y aborda ante los presuntos autores gracias al diálogo confidencial que 

mantiene con todos los actores armados–; asistencia –la entrega directa de ayuda y la 

facilitación del acceso a servicios básicos a las víctimas y comunidades que habitan en 

zonas violentas–; y prevención –la promoción del respeto y la aplicación del DIH y de 

otras normas humanitarias–.  

Estas tareas no podrían llevarse adelante sin el acompañamiento de la Cruz Roja 

Colombiana (CRC) como socio estratégico de las acciones que el CICR desarrolla en 

Colombia, lo que permite aunar las capacidades de ambas instituciones para ampliar la 

cobertura de sus acciones y llegar a muchas más personas que necesitan ayuda. En su 

diálogo confidencial con las partes en conflicto, el CICR busca que se respete la vida, la 

integridad y la dignidad de los civiles y de las demás personas protegidas por el DIH. 

Cuando es posible, presenta las violaciones ante las partes, documenta los casos y los 

sigue de cerca con los responsables de los hechos, tratando así de incidir en su 

comportamiento. El CICR solo documenta las situaciones que puede conocer de 

primera mano y a las que puede dar una respuesta, aunque las cifras oficiales de 

homicidio en el país sean mucho más altas. En 2011, tuvo conocimiento de 52 muertes 

de civiles en casos que constituyeron una infracción o violación al DIH. También apoyó 

a 139 familias para pagar los gastos funerarios de sus seres queridos muertos en el 

marco del conflicto. El CICR también trabaja para mitigar el impacto de la violencia o 

reducir los riesgos para los civiles más vulnerables a malos tratos y amenazas. En 

2011, 684 personas amenazadas recibieron ayuda económica para reubicarse en un 

lugar más seguro (CICR, 2011). 

En 2012, el CICR continuó prestando asistencia y protección a las víctimas que 

requerían ayuda inmediata para hacer frente a los daños causados por los actores 

armados. Más de 200.000 fueron beneficiarias directas de la ayuda prestada por el 

CICR. Esta asistencia consistió, por ejemplo, en la entrega de alimentos y utensilios 
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básicos de aseo y hogar para familias desplazadas; pago de traslados para personas 

amenazadas; cobertura de gastos funerarios para personas que perdieron a un ser 

querido y que no contaban con los medios para costear el sepelio; pago de 

medicamentos y tratamientos médicos; evacuación de heridos y enfermos de las zonas 

en conflicto, y entrega de material para la rehabilitación de infraestructuras (CICR, 

2012) 

Los esfuerzos del CICR para ayudar a esclarecer el paradero de las personas 

desaparecidas en Colombia y prevenir futuras desapariciones incluyen: 

acompañamiento y orientación a familiares, diálogo con los actores armados y asesoría 

e intercambio con las autoridades competentes. La organización se concentra en 

víctimas de desaparición forzada, personas muertas a raíz de acciones armadas cuyos 

cuerpos no han podido recuperarse y combatientes de los que se desconoce el 

paradero (CICR, 2012). 

Para mitigar la vulnerabilidad en la que queda la población que vive en medio de la 

violencia y ayudar a restablecer sus derechos fundamentales, el CICR desarrolló 

acciones en salud, seguridad económica, agua y saneamiento. 

El CICR es una de las organizaciones que lleva más tiempo desarrollando acciones en 

el país que no se limita a temas de emergencia, sino que buscan impactar a las 

comunidades a mediano y largo plazo por medio de realización de proyectos 

productivos y temas de seguridad económica, en donde la ayuda humanitaria se enfoca 

hacia una solución integral para recuperar los medios de vida.   

 

b.  ACNUR: El Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados ACNUR 

tiene presencia en Colombia desde 1997 con áreas estratégicas de su operación como 

lo son la prevención, protección y soluciones con ejes transversales de enfoque 

diferencial, la participación, la política pública y tierras (ACNUR, 2013). Los 

beneficiarios de la ACNUR en Colombia son aquellas personas que se han desplazado 

internamente o están en riesgo de desplazamiento forzado  y han recibido protección, 

asistencia u orientación de parte de ACNUR, ya sea a través de intervención directa de 
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protección o por medio de proyectos encaminados hacia la prevención, protección y 

búsqueda de soluciones. Para el año 2012, el total de beneficiarios fueron más de 

457.209 personas, en su  mayoría niños, niñas y adolescentes, con una presencia 

activa en el 70% de los municipios que concentran el 75% de la expulsión consolidada, 

aproximadamente 125 (ACNUR, 2013). 

Esta parte de la investigación buscó identificar los principales actores privados 

internacionales – ACNUR Y CICR,  que manejan su información de manera pública y 

que realizan determinadas intervenciones en los territorios. 

Estos actores son de índole internacional, que gracias a los presupuestos que manejan 

y las redes de apoyo que generan, pueden llegar a lugares donde la ayuda estatal no 

logra posicionarse por las complejidades del conflicto armado. Estas características 

también se relacionan con la forma de la ayuda, que en términos de mediano y largo 

plazo, terminan generando tipos de desarrollo territorial que obedecen a los intereses 

de las instituciones, es decir, nunca están totalmente neutras en los espacios 

geográficos.  
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2. Cobertura y atención a las víctimas del conflicto armado 

 

La participación del Estado en la atención humanitaria de las víctimas se sistematizó a 

través de la Ley 1448 de 2011, en donde se estipula toda la institucionalidad que debe 

crearse o adaptarse para desarrollar la ayuda humanitaria estatal, con lo cual comienza 

a asumir un papel relevante en estas actividades, actuando de manera subsidiaria, 

complementaria con el sector privado o  de forma central.    

El análisis de la sistematización de esta política implica desglosar los elementos que 

conforman la mencionada ley, a través de explicar su marco institucional para 

posteriormente realizar un balance de su implementación.  

 

2.1 Marco institucional para el desarrollo de la ley 1448 de 2011 en atención a 

las víctimas del conflicto 

La Ley de víctimas y restitución de tierras, fue sancionada en 2011 por el gobierno 

reconociendo la existencia de un conflicto armado con lo que se admite la aplicabilidad 

del Derecho Internacional Humanitario –DHI, a la situación en Colombia y la 

interpretación de éste para la población.   Buscó ser un instrumento que unificara las 

medidas y garantías para atender a la población víctima del conflicto y presentada por 

el gobierno como una herramienta que permitirá restituir millones de hectáreas de 

tierras abandonadas o despojadas como resultado de abusos y violaciones de derechos 

humanos, así mismo señala reparaciones integrales para algunos sobrevivientes de 

abusos contra los derechos humanos cometidos en el contexto del conflicto armado y 

contiene medidas que permiten la devolución de tierras que fueron las causas de los 

desplazamientos forzosos de civiles por parte de los actores al margen de la ley, el 

desarrollo de ésta Ley implica un desarrollo institucional para materializar la atención, 

de aquí que una de las estrategias para medir su cobertura sea un análisis del trabajo 

de las mismas a través del estudio documental de la información institucional oficial y 

de organismos no oficiales.  
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Se estudiará la Ley 1448 de 2011 en sus aspectos conceptuales sobre víctimas y 

atención. 

 

2.1.1 La Ley 1448 de 2011 y las condiciones normativas que constituyen a 

las víctimas del conflicto.  

La Ley 1448 de 2011 surge como el escenario normativo necesario para la atención y 

reparación de las víctimas, desde un enfoque integral. Para efectos de la Ley son 

consideradas victimas las personas que reúnan los requisitos establecidos en el artículo 

3, como son: los que quienes de manera individual o colectivamente hayan sufrido un 

daño por hechos ocurridos a partir del 1 de enero de 1985, como consecuencia de 

infracciones al derecho internacional humanitario o de violaciones graves y manifiestas 

a las normas internacionales de derechos humanos ocurridas con ocasión del conflicto 

armado interno; son también víctimas el cónyuge, compañero o compañera 

permanente, parejas del mismo sexo y familiar en primer grado de consanguinidad, 

primero civil de la víctima directa, cuando a esta se le hubiere dado muerte o estuviera 

desaparecida, a falta de estas los que se encuentren en segundo grado de 

consanguinidad y quienes hayan sufrido un daño por intervenir para asistir a la víctima 

(Prada & Poveda, 2012).  

Esta normatividad se constituye en un avance importante no sólo para el 

reconocimiento del conflicto interno sino en la atención de las víctimas para quienes se 

construyeron normativas anteriores, particularmente la Ley 387 de 1997, frente a las 

que sin embargo el Estado no generó las políticas requeridas y condujo a la Corte 

Constitucional a determinar un estado de cosas inconstitucional a través de la histórica 

Sentencia 025 de 2004, por el desconocimiento prácticamente estructural de las 

condiciones reconocimiento de derechos. Sin embargo en la implementación ha 

enfrentado serios obstáculos  como son la adecuación normativa a los estándares de la 

jurisprudencia de las altas cortes como al derecho internacional humanitario y la 

pedagogía de la ley para que ella sea apropiada por los más de cinco millones de 

víctimas a quienes la ley reivindica (Viva.org, 2013). 
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Uno de los temas centrales se sitúa en la definición de víctima  contenida en el artículo 

3 de la ley de 1448. Como lo menciona la Corporación Viva la Ciudadanía (2013), la 

Corte declaró la exequibilidad condicionada de las expresiones acusadas como 

violatorias del derecho a la igualdad: “También son víctimas el cónyuge, compañero o 

compañera permanente, parejas del mismo sexo y familiar en primer grado de 

consanguinidad, primero civil de la víctima directa, cuando a esta se le hubiere dado 

muerte o estuviere desaparecida”, estableciendo que se debe entender que también 

son víctimas aquellas personas que hubieran sufrido un daño individual o colectivo por 

hechos ocurridos a partir del año 1985 como consecuencia de vulneraciones al DIH y 

las normas internacionales de Derechos Humanos ocurridas con ocasión del conflicto 

armado, significando entonces, que son víctimas todas aquéllas personas que conforme 

a lo anterior demuestren el daño sufrido, excepto las víctimas de muertos y 

desaparecidos para quienes se presume el daño (Viva.org, 2013).  Es así que una de 

las críticas que se presenta es la consideración que en esta definición quedan al 

margen las víctimas de los grupos que si bien se han desmovilizado, se han reagrupado 

con otros nombres continuando su participación en el conflicto, pero cuyas víctimas no 

son consideradas dentro de esta ley.  

En este mismo sentido la Mesa Nacional de Organizaciones afrocolombianas, en su 

informe de la Ley de Victimas señala que la Ley 1448 de 2011 y el Decreto ley 4635 de 

2011, desarrollan un concepto restrictivo para las víctimas afrocolombianas, ya que no 

contempla el territorio como víctima, ni a los menores de edad reclutados forzadamente 

y que se desmovilizaron siendo ya mayores de edad (MESA NACIONAL DE 

ORGANIZACIONES AFROCOLOMBIANAS, 2013).  Así mismo considera que no se 

contempló el daño moral y patrimonial de las víctimas, dado que no se considera una 

compensación o indemnización. Estas se constituyen en fallas en la norma sobre lo que 

significa prevenir, proteger y atender de manera integral.  

Por su parte Amnistía Internacional (2012),  señala que la ley genera una jerarquía de 

las víctimas en la que el derecho a reparaciones depende de la fecha en que se 

cometieron las violaciones de los derechos humanos, así que las víctimas de 

desplazamiento forzoso y otros abusos contra los derechos humanos cometidos antes 
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de 1985 sólo podrán beneficiarse de una reparación simbólica, no de la restitución de 

tierras ni de una compensación económica, con las víctimas de abusos contra los 

derechos humanos cometidos entre 1985 y 1991 se determinó que tendrán derecho a 

una compensación económica, pero no a la restitución de tierras y sólo las víctimas 

cuyas tierras fueron apropiadas indebidamente u ocupadas ilegalmente mediante 

abusos contra los derechos humanos después de 1991 y antes del final de la vigencia 

de la ley – diez años después de su aprobación, sería en el 2021-  tendrán derecho a la 

restitución de tierras (AMNISTÍA INTERNACIONAL, 2012). Esta jerarquización de las 

víctimas ha promovido un  desarrollo y también una categorización de la ayuda para las 

mismas, lo que termina clasificando víctimas de primera y segunda clase, que 

conllevaría a una revictimización y perdiendo el centro de reparación que busca la ley. 

Ésta jerarquización se articula además con las modalidades de violencia que han sido 

documentadas entre otros, por el Grupo de Memoria Histórica – GMH, que dada su 

naturaleza no son identificables en todos los casos, con lo cual la atención y reparación 

será siempre parcial.   

Entre los modos de violencia que pueden ofrecer datos de víctimas parciales se 

encuentran los asesinatos selectivos que para el GMH son “las muertes menos visibles” 

(Centro de Memoria Histórica- CMH, 2013, p. 43). Esta modalidad es la que de acuerdo 

a GMH, más muertes ha provocado en el desarrollo del conflicto con aproximadamente 

150.000 personas y  que se caracteriza por ser un mecanismo oculto de violencia 

contra la población, que impide determinar la dimensión del ejercicio violento además 

de constituir un régimen de terror e impunidad, dado que la identificación de los autores 

es limitada;  

Teniendo en cuenta que la información del RUV sobre quiénes son los autores de 
los hechos victimizantes es muy limitada (9,8% de los casos), el registro 
estadístico del GMH permite establecer tendencias en el empleo de esta 
modalidad y niveles diferenciados de presunta responsabilidad. En este registro se 
documentan 23.161 asesinatos selectivos entre 1981 y el 2012. De este total, 
8.902 muertes, es decir el 38,4% fueron ocasionadas presuntamente por grupos 
paramilitares; 6.406 o el 27,7% fueron perpetradas por grupos armados no 
identificados; 3.906 correspondientes al 16,8% fueron responsabilidad de las 
guerrillas; 2.340, el 10,1%, las cometieron miembros de la Fuerza Pública; 1.511, 
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o sea el 6,5%, las ocasionaron desconocidos; 83 muertes, equivalentes al 0,4%, 
fueron cometidas por grupos paramilitares y la Fuerza Pública en acciones 
conjuntas; y 13 más, o el 0,05%, fueron el resultado de la acción de otros grupos, 
entre ellos milicias populares y agentes extranjeros (CMH, 2013). 

 

Las consecuencias de esta modalidad implica el éxito de las estrategias de 

invisibilización del ejercicio de la violencia, que puede apreciarse en un testimonio 

recopilado por el GMH y que se presenta a continuación: 

A la gente de Segovia usted le pregunta: ¿cuál fue la masacre más grande que 
hubo en Segovia? Y la gente qué va a decirte a vos: “La de 1988”. Y lógicamente 
que no fue esa. Yo, a veces, le pregunto a la gente y me dicen que la de 1988. 
Pero la más grande fue la de 1997. Porque con asesinatos selectivos diarios 
durante cuatro o cinco meses, fueron tres, cuatro, cinco muertos diarios. Y usted 
suma y le dan doscientos y pico de personas asesinadas. Entonces, esa fue la 
masacre más grande que hubo en Segovia. Entonces, ¿por qué la gente dice que 
no? Porque como no se vieron de una los doscientos y pico de muertos, sino que 
fueron selectivos, la gente dice: “Es que la de 1988 sí fue masiva, y en un solo día” 
(CMH, 2013, p. 45). 

 

Lo anterior ejemplifica como alguna parte de la población prefiere guardar silencio 

limitando así los procesos de la implementación de la Ley de Víctimas, instituyendo un 

imaginario sobre la violencia, en donde las formas “unitarias” de muertes no se 

reconocen como parte evidente del conflicto, gracias a lo cual los actores involucrados 

alcanzaron una doble victoria: la judicial y la simbólica. 

  

2.1.2 Reconocimiento de los derechos de las víctimas de acuerdo a la Ley 

1448 de 2011 y desarrollo de programas de atención creados a partir de la 

Ley 1448 de 2011.  

La Ley 1448 de 2011, en su artículo 1 señala que tiene por objeto “establecer un 

conjunto de medidas judiciales, administrativas, sociales y económicas, individuales y 

colectivas, en beneficio de las víctimas de las violaciones contempladas en el artículo 3, 

dentro de un marco de justicia transicional, que posibiliten hacer efectivo el goce de sus 
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derechos a la verdad, la justicia y la reparación con garantía de no repetición, de modo 

que se reconozca su condición de víctimas y se dignifique a través de la materialización 

de sus derechos constitucionales”. El alcance de cada uno de estos implica un análisis 

individual para lograr establecer su cobertura. 

La Ley 1448 de 2011 establece un programa de Atención Psicosocial y Salud Integral a 

Víctimas – en adelante PAPSIVI -, que se presenta en el siguiente documento, forma 

parte de las medidas de asistencia y rehabilitación emanadas en la Ley 1448 de 2011, 

las cuales buscan el  restablecimiento de las condiciones físicas y psicosociales de la 

población víctima y la garantía del derecho a la atención en salud física, mental y 

psicosocial (MINISTERIO DE SALUD, 2012). El Programa presenta las directrices, 

estrategias y acciones diseñadas por el Ministerio de Salud y Protección Social para dar 

cumplimiento a la normatividad en materia de reparación a las víctimas, 

específicamente en lo relativo a las medidas de asistencia y rehabilitación 

contempladas en la Ley 1448 de 2011. De esta forma constituye la serie de nuevas 

medidas que el Ministerio de Salud y Protección Social debe establecer y coordinar en 

articulación con los demás actores del Sistema Nacional de Atención y Reparación a las 

Víctimas – SNARIV – y con los actores del Sistema General Seguridad Social en Salud 

(SGSSS) acorde a las competencias definidas en las Leyes 100 de 1993, 715 de 2001, 

1122 de 2007, 1438 de 2011 y los principios de subsidiariedad, complementariedad y 

concurrencia  (MINISTERIO DE SALUD, 2012). Como lo menciona el propio Ministerio 

de Salud, el Programa contempla las bases normativas y conceptuales en que se 

fundamenta y consta de dos (2) grandes componentes específicos con un enfoque 

participativo para  la formulación de políticas y programas, desde una lógica de 

construcción desde la base:  

 “La atención psicosocial y la atención integral en salud para las víctimas del 

conflicto armado, los cuales se articulan a través de estrategias simultáneas y 

transversales de coordinación entre los diferentes territorios, con una planeación 

de todos los actores responsables de su implementación, con las víctimas, sus 

organizaciones, formación del talento humano y, seguimiento, monitoreo y 

retroalimentación” (MINISTERIO DE SALUD, 2012).  
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Aunque no existe una definición única, la atención psicosocial puede comprenderse 

como un proceso de acompañamiento individual, familiar o comunitario; orientado a 

hacer frente a las consecuencias de un impacto traumático y a promover el bienestar y 

el apoyo emocional y social del beneficiario, estimulando el desarrollo de sus 

capacidades. El desarrollo del conflicto armado ha producido afectaciones emocionales 

y psicosociales por lo cual el bienestar hace referencia a la relación existente entre los 

aspectos psicológicos diarios (actitudes, pensamientos, emociones y conductas) y el 

entorno social en el que se vive (relaciones, tradiciones, ritos y cultura). En términos de 

atención, como lo menciona la Procuraduría (2009), uno de los principales objetivos de 

esta clase de acciones es la recuperación de la salud mental, que comprende tanto el 

bienestar subjetivo y la percepción de la propia eficacia y autonomía como la 

competencia y la autorrealización de las capacidades intelectuales y emocionales, 

además incluye el carácter básico de las relaciones humanas, pues define las 

posibilidades de humanización y determina las relaciones entre las personas y los 

grupos (Procuraduría General de la Nación, 2009) 

Igualmente dentro de la misma concepción incluye los aspectos económicos y de 

seguridad básica, es así que  debe reconocer el vínculo entre el impacto individual y la 

perspectiva social. Por ello su objeto no sólo es el individuo, sino su dimensión familiar 

y sus redes sociales de apoyo. Antes de brindar atención a una persona o comunidad 

que ha atravesado por un hecho traumático derivado de la violencia del conflicto 

armado se debe tener en cuenta que las reacciones de las víctimas –que en ocasiones 

se reconocen como impropias– son muchas veces reacciones normales a situaciones 

anormales, y que están condicionadas por sus situaciones sociales concretas, que 

pueden estar limitadas por aspectos económicos, de seguridad, presencia permanente 

del miedo, etc.  En este sentido en una investigación realizada por  Rebolledo & 

Rondón  (2010, párr 1), se señala que:  

En el marco de la situación de violencia de muchas comunidades en Colombia, en 

las que prima una sistematicidad de eventos, el acompañamiento implica una 

lectura no sólo de los acontecimientos puntuales sino de los efectos que han 

dejado y continúan generando al perpetuar el ciclo de violencia y reiterar el 

paradigma víctima-agresor; implica identificar no sólo la ausencia de un 
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reconocimiento adecuado del impacto en las poblaciones, con respuestas 

apropiadas cultural, social y subjetivamente, sino también la impunidad de los 

hechos. 

Reducir las medidas de reparación sólo a las indemnizatorias obtura, a la postre, 

todo el proceso de reparación integral. Una forma importante de contribuir a 

romper el ciclo de violencia es consolidar las perspectivas y prácticas que pueden 

ayudar y facilitar los procesos de recuperación emocional y de superación de los 

daños generados por los conflictos, para promover paralelamente la rehabilitación, 

la reconstrucción física, la participación en los procesos judiciales, la 

indemnización, el bienestar emocional y psicosocial. De esta manera, se puede 

propiciar un proceso de reparación sostenible y consistente con las reales 

necesidades de las comunidades y los individuos afectados. 

En el acercamiento al trabajo con víctimas debe prevalecer el reconocimiento de la 

subjetividad, de las necesidades frente al acompañamiento y de los recursos de 

las colectividades. El modelo occidentalizado de psicoterapia, en donde al 

individuo, al tratar de singularizarlo, se le saca del contexto social para ser 

atendido, es aceptado y eficaz en escenarios urbanos, pero en el contexto rural 

debe incluir los procesos de acompañamiento comunitario y social que hay 

alrededor de la práctica psicológica. Esencialmente, porque el conflicto armado en 

Colombia es rural todavía y porque la inscripción de los recursos que se potencien 

se desarrollará dentro de ese mismo contexto, y, en ocasiones, aún con la 

presencia de condiciones de intimidación o amenaza. 

Proyectos o intervenciones terapéuticos con énfasis en modelos individuales 

centrados en la narración de los hechos dolorosos podrían alienar a las personas 

de sus comunidades en un momento en el que el énfasis debería ser la 

reconstrucción de los lazos sociales entre las personas y los grupos fragmentados. 

Pese a las actuales condiciones de continuidad de la violencia, las comunidades y 

los individuos requieren la materialización del derecho y el agregado psicosocial 

que favorece la integralidad de la reparación luego de los hechos violentos del 

pasado y que permite un mejor afrontamiento en una relación preventiva frente a 

la repetición de los mismos.  

Es esencial reconocer en los individuos y en las comunidades algunas necesidades 

básicas psicosociales, entre las que se encuentran el trato digno, la seguridad y la 

protección, el reconocimiento de la experiencia traumática, el acceso al ejercicio de sus 

derechos como víctimas, la participación en la toma de decisiones que afectan sus 

vidas, la atención en los procesos de duelo (apoyo emocional individual mediante 
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grupos de apoyo o apoyo terapéutico) y el fortalecimiento de los lazos de soporte 

afectivo y social.  La atención psicosocial, en general, no puede concebirse como un 

conjunto de acciones preestablecidas para cualquier situación que puedan aplicarse 

como una receta universal, independientemente de la persona o grupo beneficiario y del 

contexto dentro del cual se desenvuelve.  

Este abordaje debe hacerse considerando tanto el contexto específico en el cual se 

desarrolla el acompañamiento como las necesidades y demandas concretas del 

beneficiario (Procuraduría General de la Nación, 2009). Es así que estas acciones no 

pueden hacerse de manera homogénea para toda la población afectada, sino que debe 

reconocerse su idiosincrasia, su cultura, las acciones que produjeron el evento, así 

mismo tener en cuenta las acciones  victimizantes y los tipos de víctimas.  

En este sentido la atención para los pueblos indígenas, como lo señala el Decreto-Ley 

Número 4633 de 2011, se constituyen como víctimas permanentes de las graves y 

manifiestas violaciones a sus derechos ancestrales, humanos y fundamentales y las 

infracciones al Derecho Internacional Humanitario. En el artículo 3 del mismo Decreto 

se estable que: 

Artículo 3.- Víctimas. Para los efectos del presente decreto, se consideran víctimas 
a los pueblos y comunidades indígenas como sujetos colectivos y a sus 
integrantes individualmente considerados que hayan sufrido daños como 
consecuencia de violaciones graves y manifiestas de normas internacionales de 
derechos humanos, derechos fundamentales y colectivos, crímenes de lesa 
humanidad o infracciones al derecho internacional humanitario por hechos 
ocurridos a partir del 1 de enero de 1985 y que guarden relación con factores 
subyacentes y vinculados al conflicto armado interno. 

 

Por su parte en la Ley 1448 de 2011 se expresa: 

Artículo 205.- De conformidad con el artículo 150 numeral 10 de la Constitución 
Nacional, revístase al Presidente de la República de precisas facultades 
extraordinarias, por el término de seis (6) meses contados a partir de la expedición 
de la presente ley, para expedir por medio de decretos con fuerza de ley, la 
regulación de los derechos y garantías de las víctimas pertenecientes a pueblos y 
comunidades indígenas, ROM y negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras.  
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A través del cual se estipulan las condiciones para la atención, reparación integral y de 

restitución de tierras de las víctimas que pertenecen a comunidades tradicionalmente 

excluidas como los indígenas, ROM, negras, afrocolombianas, raizales y palanqueras, 

es decir que se tendrá en cuenta la naturaleza de las distintas comunidades. 

Se sostiene desde los profesionales de atención,  que el proceso de atención no será 

exitoso sin un proceso de acompañamiento psicosocial que no construya un contexto 

favorable para la atención ni un vínculo de confianza y de apoyo con las personas 

afectadas. Los procedimientos de atención psicosocial se pueden abordar de diversas 

maneras, con estrategias de atención, entendidas como acciones directas de apoyo, de 

intervención comunitaria, que son las acciones desarrolladas dentro de programas 

comunitarios y de acompañamiento con un carácter especial de proceso y de relación 

horizontal con las víctimas (Procuraduría General de la Nación, 2009). 

De acuerdo a los planteamientos de este enfoque, los objetivos principales de las 

labores de acompañamiento psicosocial obedecen, por lo general, a la escucha y 

valoración de las demandas de las víctimas, al entendimiento y contención del impacto 

emocional de sus experiencias traumáticas, así como al abordaje de sus dificultades en 

el contexto de sus relaciones sociales. De igual manera, se busca la identificación de 

los recursos positivos, individuales, familiares o comunitarios de los beneficiarios; con el 

fin de ayudarlos a fortalecer sus capacidades, de proporcionarles espacios de 

encuentros grupales y de facilitarles el acceso a los recursos de apoyo disponibles, 

fomentando también el apoyo mutuo entre los propios beneficiarios (Procuraduría 

General de la Nación, 2009). Esta perspectiva de atención sugiere la creación de una 

forma de atención personalizada lo que implica que para su desarrollo se requiere de 

un gran aparato estatal con profesionales especializados y gran inversión de recursos, 

en donde la atención humanitaria no sea sólo de forma inmediata sino que debe 

prolongarse en el largo plazo. 
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Cobertura de atención integral para las víctimas 

En el año 2011, gracias a la Ley 1448 de 2011 se comienza a brindar  atención, 

asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado dentro de un marco 

de justicia transicional, que posibiliten hacer efectivo el goce de sus derechos a la 

verdad, la justicia y la reparación con garantía de no repetición, de modo que se 

reconozca su condición de víctimas. Para este fin, se crea la Unidad para las Víctimas 

como entidad encargada de “coordinar de manera ordenada, sistem tica, coherente, 

eficiente y armónica las actuaciones de las entidades que conforman el Sistema 

Nacional de Atención y Reparación a las Víctimas – SNARIV- en lo que se refiere a la 

ejecución e implementación de la política pública de atención, asistencia y reparación 

integral a las víctimas y asumirá las competencias de coordinación señaladas en las 

Leyes 387, 418 de 1997, 975 de 2005, 1190 de 2008, y en las demás normas que 

regulen la coordinación de políticas encaminadas a satisfacer los derechos a la verdad, 

justicia y reparación de las víctimas” (DEPARTAMENTO PARA LA PROSPERIDAD 

SOCIAL, 2015).  

En este marco, el Estado colombiano ha creado un modelo de atención, asistencia junto 

con la reparación integral –MAARIV-, que busca realizar un acompañamiento a las 

víctimas para el acceso a la oferta institucional, que se hace bajo los lineamientos del 

enfoque psicosocial, con enfoque diferencial y teniendo en cuenta las necesidades 

individuales además de las familiares de los hogares para brindar una orientación 

adecuada para el reconocimiento del sufrimiento de las víctimas y que contribuya a 

lograr el goce efectivo de sus derechos. Adicionalmente, el MAARIV cuenta con una 

estrategia denominada “Esquemas de promoción móvil de medidas de asistencia”, a 

través del cual la Unidad hace presencia en los municipios en donde no se cuenta con 

Centros Regionales y Puntos de Atención (DEPARTAMENTO PARA LA 

PROSPERIDAD SOCIAL, 2014). 

Al interior de esta estructura se encuentran los programas de atención integral en salud, 

los cuales son concebidos bajo varios principios; el primero de ellos la acción sin daño, 

comprendida para evitar situaciones donde las víctimas se sientan agredidas, 
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estigmatizadas, señaladas o ignoradas, pues puede conducirse hacia la revictimización; 

así mismo se encuentra el principio de la dignidad, de la buena fe, la participación 

conjunta, el respeto mutuo, la progresividad, la gradualidad, la complementariedad y la 

colaboración armónica (MINISTERIO DE SALUD, 2012). Desde estos principios, el 

programa de atención tiene dos componentes: la de atención psicosocial y el segundo 

componente es el de la atención integral en salud. El primero de ellos Para efectos del 

Programa y con el propósito fundamental de brindar claridad en la actuación de las 

instituciones, organizaciones y demás actores que participen en la reparación integral 

de las víctimas desde un enfoque psicosocial, se entenderá por atención psicosocial. 

Los procesos articulados de servicios que buscan mitigar, superar y prevenir los daños 

e impactos a la integridad psicológica y moral, al proyecto de vida y la vida en relación, 

generados a las víctimas, sus familias y comunidades por las graves violaciones de 

Derechos Humanos e infracciones al Derecho Internacional Humanitario (MINISTERIO 

DE SALUD, 2012). 

De acuerdo al Ministerio de Salud, el  segundo componente se refiere a las actividades 

esenciales para satisfacer las necesidades de salud de la población víctima, brindadas 

por las Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud (IPS) e incluye la totalidad  de 

las actividades, intervenciones y procedimientos en sus componentes de promoción, 

prevención, tratamiento y rehabilitación, que permitirá a la población afectada recuperar 

o mejorar su integridad física, emocional y psicológica. Es así que la atención integral 

en salud a las personas víctimas, busca dar continuidad a la atención en salud iniciada 

en la medida de asistencia y desarrolla acciones de rehabilitación en la salud física y 

mental.  

Estos componentes se materializan desde el 2012 a través de Planes de Atención, 

Asistencia y Reparación Integral –PAARI-, a partir de dos módulos: asistencia y 

reparación. El módulo de asistencia busca conocer la situación de los hogares de 

acuerdo a los criterios de subsistencia mínima para la entrega de atención humanitaria 

de transición a las víctimas de desplazamiento forzado. Con la identificación de 

necesidades, recursos, avances y barreras, la Unidad para las Víctimas efectúa el 
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proceso de remisión a la oferta institucional pertinente (DEPARTAMENTO PARA LA 

PROSPERIDAD SOCIAL, 2014). 

 

2.1.2.1 Programas de participación de las víctimas. 

El componente de participación es un derecho que tienen las víctimas para hacer 

conocer sus propuestas en la implementación y seguimiento de la Ley de Víctimas e 

incidir en la definición de políticas públicas que actúen en su beneficio (UNIDAD DE 

VÍCTIMAS, s.f). La Unidad de Víctimas hace acompañamiento técnico a las Mesas de 

Participación Efectiva de Víctimas que operan a nivel municipal, departamental y 

nacional, para que estos escenarios operen de acuerdo a lo dispuesto en el Protocolo 

de Participación Efectiva de las Víctimas expedido por medio de la Resolución 388 de 

2013. Está dirigido a las víctimas organizadas a través de sus Organizaciones de 

Víctimas (OV), a las víctimas no organizadas, a las Organizaciones Defensoras de los 

Derechos de las Víctimas (ODV) y a las Mesas de Participación Efectiva de Víctimas en 

todos los niveles territoriales. Para que las OV y las ODV hagan parte de las Mesas de 

Participación, deben inscribirse ante el Ministerio Público, a nivel municipal en la 

Personería y en el nivel departamental en la Defensoría del Pueblo Regional, durante el 

primer trimestre de cada año. Las Mesas de Participación se reúnen ordinariamente 4 

veces al año, de acuerdo a lo que dispone el Protocolo de Participación Efectiva 

(UNIDAD DE VÍCTIMAS, s.f). 

La  Unidad de Víctimas desarrolló un protocolo que buscaba garantizar la participación 

de las víctimas en la planeación, ejecución y control de las políticas públicas dentro del 

Sistema Nacional de Atención y Reparación Integral a las víctimas. Así mismo, se 

considera que es el mecanismo que garantiza a las víctimas su intervención efectiva en 

los espacios de participación ciudadana local, regional hasta nacional. El protocolo 

propone una seria de acciones para garantizar la participación que consiste en:  
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 Organizando y generando puentes de coordinación efectiva entre las diferentes 

instancias de participación de las víctimas a nivel municipal y distrital, departamental, y 

nacional. 

 Fortaleciendo y garantizando la participación a través de medios técnicos, 

logísticos, tecnológicos y presupuestales, tanto en los espacios territoriales de diálogo y 

concertación de las políticas públicas, como en las instancias nacionales, y en el marco 

de sus diferentes hechos victimizantes y enfoques diferenciales. 

 Facilitando la participación de las víctimas haciéndola más ágil y expedita, 

fortaleciendo su incidencia efectiva a través de mecanismos de participación ciudadana 

exclusivos para las víctimas. 

 Regulando y mejorando las instituciones y procedimientos tendientes a 

garantizar el derecho a la información oportuna y eficaz, a través de la interlocución y 

facilitación de los medios a las víctimas. 

 Promoviendo y contribuyendo a la consolidación de una cultura de la 

participación entre las víctimas, con el fin de dar cumplimiento a las disposiciones de la 

democracia participativa y el Estado Social de Derecho. 

 Fortaleciendo las organizaciones de las víctimas, en su amplia diversidad 

asociativa de participación en la vida pública (UNIDAD DE VÍCTIMAS- OIM, 2013). 

Así mismo estructura espacios de participación efectiva en los cuales es posible 

adoptar decisiones de política pública y donde las víctimas intervienen, por su propia 

iniciativa, mediante sus voceros o representantes. Estas acciones se presentan en 

escenarios tales como Mesas Municipales o Distritales de Participación de víctimas, en 

primer grado, las Mesas Departamentales de Participación de víctimas, en segundo 

grado, la Mesa Nacional de Participación de Víctimas, en tercer grado, el Consejo 

Directivo de la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras 

Despojadas, los Comités Territoriales de Justicia Transicional, la Comisión de 

Seguimiento y Monitoreo, el Comité Ejecutivo para la Atención y Reparación a las 

Víctimas, el Consejo Directivo del Centro de Memoria Histórica y los Subcomités 

Técnicos (UNIDAD DE VÍCTIMAS- OIM, 2013). 
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La Ley de Víctimas establece una compleja institucionalidad que persigue garantizar 

una reparación integral a partir de la adecuada coordinación intersectorial y territorial. 

Para lograr dicho propósito se creó el Sistema Nacional de Atención y Reparación 

Integral a Víctimas (SNARIV), que incluye a todas las entidades responsables de algún 

nivel de definición o implementación de esta política; un Comité Ejecutivo para la 

Atención y Reparación a Víctimas, encabezado por el presidente de la República e 

integrado por los ministros y los jefes de las entidades que tienen responsabilidad 

nacional en las definiciones políticas superiores para la ejecución de la ley; así como 

mecanismos de coordinación territorial, como los Comités Territoriales de Justicia 

Transicional, en los ámbitos departamental y municipal, encabezados por los 

gobernadores o alcaldes respectivos e integrados por los responsables de la 

implementación de las disposiciones de esta ley, y por representantes de las víctimas. 

También establece una serie de subcomités, por cada tema específico, para la 

definición de políticas concretas. Asimismo, crea tres instituciones directamente 

responsables de la ejecución y de la coordinación de estas políticas: la Unidad 

Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral de Víctimas, 

dependiente del Departamento para la Prosperidad Social de la Presidencia y sucesora 

de Acción Social; la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de 

Tierras Despojadas, y el Centro de Memoria Histórica (Portilla Benavides & Correa, 

2015). 

La reparación no consiste en una mera distribución de bienes y servicios materiales y 

simbólicos, sino que debe ser entendida como una política que pretende expresar el 

reconocimiento de la dignidad y membrecía de las víctimas a la comunidad nacional y 

local en tanto plenos ciudadanos de derecho. Lo anterior implica admitir la 

responsabilidad por las violaciones cometidas y expresar, en forma concreta, material y 

simbólica, el compromiso de superar las secuelas causadas. Por este motivo, antes de 

analizar la ruta de reparación implementada se examina el concepto de reparación que 

afirma la ley, y luego la percepción que tienen las víctimas sobre dicho concepto 

(Portilla Benavides & Correa, 2015). Para éstos autores la Ley de Víctimas define la 

reparación como integral, de tal forma que las víctimas tienen derecho a ser reparadas 
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de manera adecuada, diferenciada, trasformadora y efectiva. Para este fin la 

reparación, además de la indemnización, comprende medidas de restitución, 

rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición, siguiendo la clasificación 

empleada por el derecho internacional. Estas medidas deben ser desarrolladas en 

conjunto para tener un impacto en la población beneficiaria. 

Según la Ley de Víctimas, las entidades del Estado deben trabajar “de manera 

armónica y articulada para el cumplimiento de los fines previstos por la ley” 

(Colaboración armónica, artículo 26 de la Ley 1448 de 2011). Para ello se establecen 

los mecanismos de coordinación intersectorial y territorial descritos. Además, se 

asignaron los presupuestos a dichas entidades para que comenzaran la ejecución a 

partir de 2012. Con el fin de asegurar que las diferentes medidas respondan a las 

necesidades de las víctimas, la UARIV, con los enlaces de reparación, elabora un plan 

individualizado de reparación para cada víctima. Dicho plan, denominado inicialmente 

Plan Individual de Reparación Integral ha sido reemplazado por el Plan de Asistencia, 

Atención y Reparación Integral (PAARI), incluyendo así no solo las medidas de 

reparación, sino también las de asistencia y ayuda humanitaria (Portilla Benavides & 

Correa, 2015). Es así que la necesidad de una reparación integral es compartida por las 

víctimas, quienes consideran que ésta no se limita, en ningún caso, a la entrega de 

bienes o dinero. En general, los asistentes a los grupos focales entienden la reparación 

como un medio para el restablecimiento de los derechos, la dignidad y la condición de 

ciudadanos, tanto de la víctima directa, como de sus familiares. La reparación produce 

expectativas de implementación de medidas que permitan reconstruir la vida a partir del 

real y efectivo goce de derechos, y la transformación positiva en los diferentes ámbitos 

impactados por las violaciones y el conflicto armado (Portilla Benavides & Correa, 

2015). 

 

2.2 Balance de los alcances de la  ley 1448 de 2011 

El análisis de los alcances de la ley permite generar argumentos sobre la dimensión 

que tiene la cobertura de la ayuda humanitaria pública en el país, para el desarrollo de 
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éste componente la información se sitúo principalmente en los estudios realizados por 

la Comisión de los Organismos de Control durante los años 2012- 2015, frente a los 

avances de la Ley, por ser quienes de forma sistemática han desarrollado una labor 

evaluativa año a año sobre de la implementación de la ley y los programas a los que ha 

dado origen.  

El balance de los alcances se desarrolla desde la dimensión institucional, presupuestal 

y de atención de víctimas, concluyendo principalmente que si bien la ley ha propuesto 

de manera importante una concentración administrativa de las funciones que permitan 

agilizar sus acciones para atender las victimas desde la ayuda humanitaria, ésta no ha 

logrado los resultados esperados dado a la  falta aún de desarrollos sobre la naturaleza 

de las funciones de los entes reorganizados, a lo anterior se le suma la problemática de 

la limitación presupuestal que siempre ha acompañado al proceso de acompañamiento 

de las víctimas.  

  

2.2.1 Análisis desde la institucionalidad en el sistema nacional de atención 

y reparación a víctimas periodo 2012- 2015. 

Para el inicio de la implementación de la ley en términos de la institucionalidad que 

permite el desarrollo material de la política pública de atención y reparación a las 

víctimas del conflicto armado, se articula con el Sistema Nacional de Atención y 

Reparación Integral – SNARIV- , que se encuentra constituido principalmente por 37 

entidades públicas del orden nacional, por los entes territoriales, por los programas 

presidenciales de Atención Integral contra Minas Antipersonales, PAICMA, y de 

Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario, y por las organizaciones de 

víctimas (Contraloría General de la República, Procuraduría General de la Nación y 

Defensoría del Pueblo, 2012).  

Para articular acciones se expidió en el 2012 el Decreto presidencial 790, “por el cual se 

trasladan las funciones del Sistema Nacional de Atención Integral a la Población 

Desplazada por la Violencia –SNAIPD– al Sistema Nacional de Atención y Reparación 

Integral a las Víctimas –SNARIV– y del Consejo Nacional de Atención Integral a la 
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Población Desplazada –CNAIPD, al Comité Ejecutivo para la Atención y Reparación 

Integral a las Víctimas” Con lo cual institucionalmente se produce un cambio de gestión 

en el que se concentra en el Departamento Administrativo para la Prosperidad Social 

(DPS) gran parte de las entidades encargadas de gestionar los programas de atención 

social de Gobierno. Además de la Unidad Administrativa Especial para la Atención y 

Reparación Integral a las Víctimas, UARIV, la cual se erige en la entidad coordinadora 

del SNARIV, pertenecen al DPS, el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar,  ICBF, 

la Agencia Nacional para la Superación de la Pobreza Extrema, ANSPE, el Centro de 

Memoria Histórica, CMH, y la Unidad Administrativa Especial para la Consolidación 

Territorial, UAECT (Contraloría General de la República, Procuraduría General de la 

Nación y Defensoría del Pueblo, 2012). Con lo cual es posible interpretar el enfoque 

gubernativo que es el de centralizar las acciones administrativas para facilitar el 

desarrollo de las  mismas para coordinar todas las acciones de atención.    

Para los organismos de control es un acierto este proceso de articulación que parte del 

reconocimiento de las deficiencias institucionales que el modelo de atención a 

población en situación de desplazamiento había desarrollado y tratar de crear un 

sistema nacional que permita atender el tema de la reparación integral de las víctimas, 

por lo cual el tema del alcance es la reorganización administrativa que permita mejorar 

los resultados en cuanto a la atención de las víctimas, para los organismos que se 

articulan en la Comisión de Seguimiento de los Organismos de Control –COSOC- la 

reorganización permite constituir un sistema nacional en donde la principal  

responsabilidad de implementación de la política y del sistema, recae sobre el Comité 

Ejecutivo para la Atención y Reparación de Víctimas y sus miembros y a nivel de 

componentes de política sobre los subcomités técnicos (Contralora General de la 

República, Procurador General de la Nación y Defensor del Pueblo, 2012). 

Si bien se busca optimizar los recursos humanos y físicos al momento de 

implementarse la ley, se hace necesario hacer claridad sobre los roles y las 

responsabilidades asignados a las entidades que conforman el SNARIV de forma que el 

Plan Nacional para la Atención y Reparación Integral a Víctimas construido a partir de 

los planes de acción de las entidades, de los planes de acción territoriales, de los 
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planes operativos de los subcomités técnicos y de los documentos CONPES se cumpla 

y permita lograr el objetivo propuesto por la política.  

Para el año siguiente del análisis, es decir 2013, se observa que en desarrollo de la ley 

1448 de 2011 y sus decretos reglamentarios, se comienzan a asignar 

responsabilidades a las entidades del orden nacional en desarrollo de la política pública 

dirigida a la población víctima, lo que ha permitido que se esté consolidando el Sistema 

Nacional de Atención y Reparación a Víctimas que en la vigencia 2012 reportaba 37 

entidades y este número a llegado a 51 entidades (Comisión de Seguimiento de los 

organismos de control - COSOC, 2013). El gobierno nacional a través de las entidades 

que soportan el mayor peso de la ley,  amplía sus recursos humanos para contratación, 

en lo que se observa una evolución positiva a través de la ampliación del porcentaje 

ocupado de planta de personal de las entidades responsables de la dirección y 

ejecución de la política, así como, de la creación de grupos especiales para atender las 

temáticas competencia de cada entidad, se resalta la gestión realizada por la 

Defensoría del Pueblo, la Fiscalía General de la Nación, el Instituto Geográfico Agustín 

Codazzi, la Unidad de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas, el Centro de 

Memoria Histórica, la Contraloría General de la República (41%) y la Unidad 

Administrativa para la Atención y Reparación Integral a Víctimas (39%) (COSOC, 2013). 

En el informe presentado por la Comisión del 2014- 2015 se resalta el hecho en el que 

se mantiene el desconocimiento de las  responsabilidades, así como la falta de 

capacidad fiscal, administrativa y falta de voluntad política. Con lo cual la intención con 

la que se inicia la concentración de funciones para mejorar la atención a las víctimas, se 

comienza a limitar y los alcances de la reforma administrativa terminan siendo 

circunscrita a la capacidad de lograr actuar en un complejo escenario donde existen las 

tareas, no se encuentra definido quien debe realizarla.  De acuerdo a éstos resultados 

el balance tiende a ser negativo dado que la normatividad despliega una multiplicidad 

de funciones para lograr una efectiva atención de las víctimas, sin embargo la 

materialización de la misma se hace imposible por la falta de delimitación específicas 

de las funciones. 
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2.2.2 Análisis desde los alcances  la asignación presupuestal periodo 

2012-2015. 

Uno de los principales alcances que contempla la ley es el financiamiento de la 

reparación  a través del  Fondo de Reparación de las Victimas,  creado por la Ley 975 

de 2005, este estará formado por los bienes o recursos que se entreguen por las 

personas o grupos armados ilegales así como los recursos asignados en el 

Presupuesto General de la Nación – PGN (Contraloría General de la República- CGR, 

Procuraduría General de la Nación- PGN y Defensoría del Pueblo DF, 2012); se suman 

las donaciones en dinero o en especie, nacionales o extranjeras; el producto de las 

multas impuestas a los individuos o a los grupos armados al margen de la Ley en el 

marco de procesos judiciales y administrativos; las donaciones por retiros en cajeros 

automáticos y devolución de vueltas en supermercados; y, los recursos provenientes de 

los procesos de extinción de dominio que se surtan en virtud de la Ley 793 de 2002, en 

las cuantías o porcentajes que determine el Gobierno Nacional (CGR, PGN y DP, 

2012).  

Sin embargo estos recursos son limitados que afectan el alcance presupuestal de la ley 

dado que no existe una política de financiamiento que permita el desarrollo de la 

misma, es así que en 2011 han sido asignados $569,9 mil millones al Fondo en la 

apropiación definitiva (la cifra más alta desde que fue creado en 2005) y, hasta el mes 

de junio de 2011, sólo se han trasladado $7.576 millones como compromisos (CGR, 

PGN y DP, 2012).En este sentido se evidencian problemas tanto en la programación 

como en la ejecución presupuestal.  

La siguiente tabla muestra que tomando como punto de referencia el Plan de 

Financiamiento de la ley de Víctimas, “se generaron pérdidas en 2012 por $552 mil 

millones, equivalentes al 9% de lo presupuestado en el Conpes 3726 en ese año, en lo 

corrido de 2013 ese monto es de $218 mil millones (3,6% de lo presupuestado)”. 

(Comisión de Seguimiento de los organismos de control - COSOC, 2013, p.3).  En la 

siguiente tabla se presentan tres momentos en la programación del Presupuesto de la 

Nación en los que, de manera recurrente, se ha ido disminuyendo las partidas para la 

reparación a las víctimas, primero en el proyecto de presupuesto ($210 mil millones), 
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después en la liquidación del presupuesto definitivo ($124 mil millones) y finalmente en 

el presupuesto comprometido ($218 mil millones). En lo corrido del 2013, “sólo hasta el 

mes de diciembre pudimos saber cuánto serán los recursos comprometidos, pero en lo 

que va corrido del año ya van $218 mil millones” (COSOC, 2013, p.3). 

Tabla 2. Pérdida de presupuesto Ley de Victimas 

PERDIDA DE PRESUPUESTO EN LA LEY DE VÍCTIMAS  2012- 2013 
(Miles de Millones) 

Momentos de la programación presupuestal Año 2012 Año 2013 

Conpes 3712 de 2011 6.133 6.031 
Mensaje presupuesto 2013 5.923 6.253 
Programación 1 (1-2) 210 -222 
Presupuesto Definitivo 5.729 5.813 
Programación 2(2-4) 124 401 
Presupuesto comprometido 5.581 - 
Programación 3(4-6) 218 - 
Presupuesto pagado en 2012 4.872 - 
Pérdida de presupuesto (3+5+7) 552 213 
Porcentaje de pérdida (10-1)% 9,0 3,6 
Presupuesto en rezago (6-8) 709 - 

Fuente: SIIF; cálculos CGR 

Para el periodo comprendido entre 2011-2014, se reconoce que si bien algunos rubros 

presupuestales destinados a la asistencia y atención de las víctimas han aumentado y 

se creó una institucionalidad para cumplir lo dispuesto en la Ley 1448 de 2011, “la 

debilidad de las asignaciones presupuestales realizadas frente a la dimensión del 

problema de los hechos victimizantes derivados del conflicto armado es evidente” 

(COMISIÓN DE SEGUIMIENTO Y MONITOREO AL CUMPLIMIENTO DE LA LEY 1448 

DE 2011, 2015, p. 24).  

Se muestra que un punto importante para la efectiva materialización de la atención de 

las víctimas es el presupuesto, sin embargo como lo menciona la misma Comisión, la 

apropiación de recursos para la asistencia, atención y reparación integral a las víctimas 

del conflicto armado “se ha estancado desde hace 5 años en niveles cercanos al 2% del 

Presupuesto General de la Nación- (PGN)” (COMISIÓN DE SEGUIMIENTO Y 

MONITOREO AL CUMPLIMIENTO DE LA LEY 1448 DE 2011, 2015, p. 24).  
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Ante estas cifras se evidencia que no existen unos rubros institucionalizados y 

permanentes para financiar la implementación de la política, los recursos se encuentran 

en la mezcla entre el gasto social con las asignaciones directas para las víctimas lo que 

implica que no existe un reconocimiento real para las mismas, limitando con ello el 

enfoque de reparación integral y transformadora, de acuerdo a lo estipulado por la Ley 

1448 de 2011, en resumen la población víctima se encuentra incluida dentro del grupo 

de población pobre y vulnerable, con lo cual se desconoce la atención que se requiere.  

Esta lógica  de organización estatal del presupuesto de atención, no  muestra cambios 

con la forma tradicional de atender a la víctima, pues es en estos puntos específicos 

donde se puede exponer la materialización de las acciones estatales, es decir que si 

bien el Estado avanzó con normatividad, institucionalidad y burocracia para atender 

específicamente a las víctimas, lo que en términos presupuestales  no hubo cambios y 

los afectados por el conflicto siguieron siendo incluidos como población vulnerable 

multicausales, una forma de encubrir el conflicto armado y sus consecuencias.  

Es así que el alcance presupuestal es limitado por la tendencia de crecimiento 

inconstante, no se ha establecido un porcentaje de crecimiento constante ni de manera 

institucional o normativa que permita constituir el desarrollo de esta política realmente 

desde el Estado.  Lo anterior puede dificultar su implementación en dos sentidos: en 

primer lugar, por estar relacionada directamente con los niveles de déficit presupuestal, 

así la economía se considera estable,  el presupuesto podría estar asegurado pero en 

momentos de crisis económica la política puede estar sujeta a recortes y en segundo 

lugar, con un cambio drástico de tendencia política de la administración estatal, la 

implementación de la política podría verse modificada.   

 

2.2.3 Identificación de los alcances de la ayuda humanitaria y asistencia 

por hechos deferentes al desplazamiento. 

La Ley de víctimas y el Decreto reglamentario establecen las responsabilidades y 

alcance de esta ayuda a las víctimas no desplazadas, consagrando tal obligación a los 

entes territoriales en un término señalado e indicando la necesidad de generar los 



 

 65 

recursos necesarios para ello. Inicialmente para la implementación de la ley, le 

correspondió a la Unidad de Atención y Reparación Integral de Víctimas - UARIV 

establecer el debido apoyo y coordinación para que esta medida se cumpla en la 

oportunidad que las víctimas lo requieren; en tal sentido, la UARIV ha manifestado que 

no cuenta con las acciones de coordinación que le permitan hacer efectiva esta 

obligación y que desconoce el nivel de cumplimiento por parte de los entes territoriales 

a esta responsabilidad legal (Contraloría General de la República, Procuraduría General 

de la Nación y Defensoría del Pueblo, 2012) con lo cual se observa consecuencias para 

la ampliación del alcance, producto de la reorganización administrativa que se 

mencionó anteriormente y que si bien implican una concentración de funciones éstas no 

advierten su naturaleza además del direccionamiento. 

 De acuerdo a los organismos de control COSOC (2012), al Ministerio Publico han 

llegado quejas de las víctimas respecto a la negación de este derecho o el alcance 

limitado que le vienen prestando los entes territoriales, argumentando que no cuentan 

con los recursos que les permitan brindar esta ayuda, y por otra  parte, la UARIV se 

está demorando por encima del término legal en incluir en el registro a las víctimas, 

para que esta ayuda no le corresponda a esa entidad, con lo cual se articula el tema de 

la limitación presupuestal para ampliar el alcance de la ley. Es así que el planteamiento 

burocrático de la ley hace que inicialmente el proceso no sea tan ágil como debería, con 

lo que se retrasa el proceso de levantamiento de los censos con la declaración de las 

víctimas con lo cual se dificulta la identificación del tipo y grado de afectación sufrida. 

 La comisión de los organismos de control realizaron indagaciones sobre  los criterios 

mediante los cuales la Unidad realiza la evaluación de los componentes de la ayuda 

humanitaria a víctimas no desplazadas, y frente a ello, ha indicado la Unidad que acoge 

la resolución 7381 de 2004 proferida en su momento por la red de solidaridad, mediante 

la cual reconoce ayudas por concepto de asistencia humanitaria y gastos funerarios 

(CGR, PGN y DP, 2012).  

Se considera que esta alternativa puede resultar adecuada como mecanismo transitorio 

mientras se elaboran los parámetros que señala la Ley, sin embargo, se evidencia que 
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otros componentes de la ayuda, que se tornan básicos y fundamentales para la 

sobrevivencia de las víctimas, tales como el alojamiento, el apoyo alimentario, la 

atención Psicosocial no son cubiertas ni por la unidad ni tampoco por el Alcalde. 

Además de lo anterior, las víctimas de hechos victimizantes diferentes al homicidio, 

como serían el delito de violencia sexual, o de reclutamiento forzado de menores, no se 

encuentran en la categoría de hechos victimizantes sobre los cuales se otorgan 

medidas, y cuyas víctimas no tendrían ni siquiera el apoyo inmediato (Contraloría 

General de la República, Procuraduría General de la Nación y Defensoría del Pueblo, 

2012). Esto expone las restricciones del alcance de la ley, dado que la reorganización 

administrativa no corresponde con los resultados materiales que se buscaban 

inicialmente. 

Por parte de la Comisión, es claro que falta, para el periodo 2013, la promoción del 

enfoque diferencial para la atención y reparación integral a las víctimas a nivel territorial, 

aunque se reconoce la importancia de los programas de acompañamiento para 

garantizar el desarrollo del mencionado enfoque diferencial (COSOC, 2013). En este 

mismo sentido el alcance de la implementación de la ley se limita al no tener una 

caracterización detallada de la víctimas,  entendida como un componente del PAARI, 

incluye la identificación de tipologías de victimización y patrones de riesgo en el 

municipio en el cual la víctima recibirá las distintas medidas de reparación, con lo que 

se debilita que las acciones sean idóneas y cumplan con el criterio de adecuación 

(COSOC, 2013).  

Para el último periodo del 2014-2015, se evidencia que aumentó la cantidad de ayudas 

humanitarias, así como la cantidad de grupos familiares que se beneficiaron con ella, 

pero el promedio de ayudas por familia disminuyó. El tiempo de respuesta para atender 

órdenes judiciales o condiciones especiales es de 2 días en promedio, mientras que la 

atención por oferta se toma hasta 200 días, de acuerdo a la (Comisión de Seguimiento 

de los organismos de control - COSOC, 2013). Con lo cual la ayuda de emergencia 

llega a ser  más importante  frente a otros tipos de ayuda humanitaria. 
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Los alcances de la ley en términos presupuestales no logran atender los presupuestos 

básicos establecidos, con lo cual el balance es negativo dado que la respuesta estatal 

no se encuentra acorde al daño de las víctimas ni a lo ofrecido directamente por la Ley 

de Víctimas. 
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3.  Evaluación del alcance del programa de atención y reparación integral a 

víctimas desde los informes gubernamentales 

 

Uno de los objetivos centrales de la investigación fue la de realizar una aproximación 

evaluativa sobre los alcances de la ayuda humanitaria representada por los programas 

de atención y reparación integral a las víctimas del conflicto, el desarrollo de este 

aspecto se halla en el siguiente aparte, que se encuentra estructurado en dos partes 

principales: en primer lugar se exponen las características de los programas de 

atención a las víctimas, en términos de población beneficiaria, presupuesto asignado, 

evaluaciones internas de organismos oficiales como el Departamento Nacional de 

Planeación- DNP. En segundo lugar se realizará un análisis de los logros y limitaciones 

de los programas de atención a partir de la Ley 1448 de 2011.  

 

 

3.1 Evaluación oficial del programa de atención a víctimas por parte de la 

unidad de atención y reparación integral a víctimas periodo 2012-2015 

El Decreto 4802 de 2011 da origen y reglamentó el funcionamiento de la Unidad para la 

Atención y Reparación Integral a las Víctimas – UARIV-  con el objeto de coordinar el 

Sistema Nacional de Atención y Reparación Integral a las Víctimas – SNARIV,  y 

ejecutar e implementar la Política Pública de Atención, Asistencia y Reparación Integral 

a las Víctimas en los términos establecidos en la Ley.  

La Unidad para las Víctimas tiene como objetivo central, la coordinación de las  

actuaciones de las entidades que conforman el SNARIV en lo que se refiere a la 

ejecución e implementación de la Política Pública de Atención, Asistencia y Reparación 

Integral a las Víctimas, para ello el ente asume las competencias de coordinación 

señaladas en las Leyes 387 de 1997, 418 de 1997, 975 de 2005, 1190 de 2008 que 

buscan satisfacer los derechos a la verdad, justicia y reparación de las víctimas, con lo 

que concentró las funciones de atención y reparación a víctimas (Unidad para la 

Atención y Reparación Integral a las Víctimas - UARIV, 2012). 
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Las funciones centrales de la Unidad se caracterizan por ser un ente de tipo 

tecnocrático que le aporta al Gobierno los insumos para el diseño, adopción y 

evaluación de la Política Pública de Atención, Asistencia y Reparación Integral a las 

Víctimas garantizando el enfoque diferencial. Otros de los objetivos que realiza es 

gestionar con las entidades del SNARIV, la oferta institucional para el desarrollo de la 

política de atención a víctimas, así mismo coordinar el tema presupuestal con el 

Ministerio de Hacienda y el Departamento Nacional de Planeación. Es decir que es un 

ente que desarrolla todas las líneas correspondientes a la solución de una problemática 

social a través de una política pública, con lo cual abarca desde el diseño hasta la 

implementación, articulando instituciones, actores y recursos. 

Esta triangulación de acciones implica además la implementación de los mecanismos 

que permitan la activa participación de las víctimas, en el diseño de los planes, 

programas y proyectos de atención, asistencia y reparación, lo cual dota de un sentido 

más incluyente el proceso de construcción de políticas públicas, con un enfoque de 

abajo hacia arriba.   

Abarca así mismo acciones administrativas para la creación y puesta en marcha de los 

centros que en el territorio desarrollen  toda la materialización de la política, lo que 

incluye realizar esquemas especiales de acompañamiento y seguimiento a los hogares 

víctimas, las acciones de retorno o reubicación de la población, de acuerdo a lo que 

amerite cada caso y cumpliendo con lo estipulado  en la Ley 1448 de 2011 para atender 

a la población que ha sufrido hechos victimizantes relacionados con las violaciones a 

derechos humanos  tales como:  homicidios, desaparición forzada, secuestro, lesiones 

personales y psicológicas, tortura, delitos contra la libertad e integridad sexual, 

reclutamiento ilícito de niños, niñas y adolescentes y desplazamiento forzado (UARIV, 

2012). 
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3.1.1 Línea Base de trabajo de la Unidad de Atención y Reparación Integral 

a las Víctimas.  

La línea base de trabajo para la implementación de la política se encuentra compuesta 

por el enfoque presupuestal y la población para atender, a partir de la cual se construyó 

el documento Conpes 3712 de 2012 que expone los términos presupuestales y de 

sostenibilidad para la década siguiente a la expedición de la Ley, es decir el año  2021.  

Sobre el componente presupuestal de la línea base, el documento Conpes 3712 

sostiene que el lineamiento del gasto debe determinarse en primer lugar con la 

consolidación del universo de víctimas, pero que establecerlo se dificulta al considerar 

que los registros de información en Colombia en su mayoría no datan desde 1985, 

fecha a partir de la cual las víctimas del conflicto armado interno pueden acceder a las 

medidas establecidas. Segundo, porque la condición de víctima se adquiere por ser 

producto de un hecho victimizante ocurrido desde 1985, sin embargo al no contar con 

los elementos suficientes para lograr establecer el escenario en el que sucedieron los 

hechos, no es posible determinar tampoco que éstos sean producto del conflicto 

armado.  

Los factores mencionados sugieren la  inexactitud en la configuración del  universo de 

población para ser atendida por la política que se sostiene en el cálculo realizado por 

los registros que existen en el momento sin cálculo de proyección a futuro 

(Departamento Nacional de Planeación- DNP, 2012). Esto implica la necesidad de 

realizar una actualización permanente de los registros y  es precisamente esta forma de 

caracterizar al universo de las víctimas la que ha suscitado grandes contradictores a la 

política de atención a las mismas por parte del Estado.  

En este sentido el Estado construye un presupuesto desde la identificación de un 

universo de víctimas  de manera disociada, con lo cual se expone el complejo problema 

del manejo de los datos estadísticos.  Por tal razón, “las cifras resultantes del ejercicio 

de estimación del universo son indicativas, sujetas a verificación y deberán revisarse 

por parte de las autoridades competentes conforme avance el Registro Único de 

Víctimas (RUV)” (Departamento Nacional de Planeación- DNP, 2012, p. 12). Lo que 
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conlleva a desarrollar problemas de atención al desconocer de manera exacta o por lo 

menos aproximada de la población beneficiaria.  

Las cifras que manejó la Unidad de manera inicial se describen en la siguiente tabla: 

Tabla 3. Universo calculado por hechos victimizantes 

UNIVERSO CALCULADO POR HECHOS VICTIMIZANTES 

1. Homicidio 134.000 

2. Desaparición Forzada  22.500 

3. Lesiones (incapacidad permanente)  6.300 

4. Secuestro 15.900 

5, Lesiones (incapacidad no permanente) 8.100 

6. Tortura 6.400 

7. Reclutamiento forzado de menores 8.400 

8. Delitos contra la libertad e integridad Sexual 14.000 

9. Hechos diferentes al desplazamiento forzado 212.000 

Total de Hechos Victimizantes  618.000 

Total 830.000 
Fuente: Departamento Nacional de Planeación- DNP, 2012. 

El DNP aclara que no debe confundirse el número de hechos victimizantes con el 

número de víctimas, pues los primeros son las situaciones que causan violaciones a los 

DD HH y al DIH, que pueden generar victimas plurales o singulares. A continuación se 

expresa la composición de los hechos víctimizantes, en los que sobresale el 

desplazamiento forzado, que es atendido por la ley que también atiende a víctimas de 

otros hechos y familias y/o personas que sufrieron hechos de ambas categorías. 
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Gráfico 4: Composición del universo de hechos victimizantes 

TOTAL UNIVERSO ESTIMADO: 830 MIL 

 
D+V: Respresenta desplazados que sufrieron otros hechos victimizantes. 

Fuente: Departamento Nacional de Planeación- DNP, 2012 

Para complementar las características de la población objeto de la atención de víctimas, 

el DNP- clasificó los destinatarios de la misma, con el fin de enfocar los programas de 

atención de acuerdo con la mayor o menor necesidad, según la violación del derecho a 

lo que fueron sometidos, lo anterior se verifica en la siguiente tabla: 

Tabla 4. Destinatarios por hechos victimizantes 

DESTINATARIOS POR HECHOS VICTIMIZANTES DIFERENTES AL 
DESPLAZAMIENTO FORZADO 

Hechos Victimizantes Otras Víctimas Destinatarios 

Homicidios 72.600 217.800 

Desaparición Forzada 22.000 66.600 

Lesiones (incapacidad permanente) 2.100 2.100 

Secuestro 13.300 13.300 

Lesiones (incapacidad no permanente) 3.900 3.900 

Tortura 3.400 3.400 

Reclutamiento de menores 3.500 3.500 

Delitos contra la libertad e integridad 
sexual 

13.000 13.000 

Total Destinatario Hechos Victimizantes 
Diferentes al desplazamiento forzado 

134.000 323.000 

Fuente: Departamento Nacional de Planeación- DNP, 2012. 

D+V:  

78 mil  

Desplazados:  

618 mil  

Otras 

víctimas:  

134 mil  
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Es decir que para el DNP en el 2012, en el  Conpes 3712 del mismo año, se reconoció 

un universo de “830 mil hechos victimizantes, de ellos 618 mil correspondían a hogares 

asociados exclusivamente al delito de desplazamiento forzado, 134 mil eran casos de 

otros hechos victimizantes y 78 mil fueron simultáneamente casos de desplazamiento 

forzado y otro hecho victimizante” (DNP, 2012, p.13). De igual forma, se identificó un 

universo de “323.600 destinatarios de las medidas de la ley por hechos victimizantes 

diferentes al desplazamiento forzado” (DNP, 2012, p.13). Lo que traduce que los 

principales hechos victimizantes que se deberían constituir en centrales para la 

implementación de la política son además del desplazamiento forzado, el homicidio, la 

desaparición forzada, el secuestro y los delitos  contra la libertad e integridad sexual.    

Sin embargo para la Unidad, al iniciar sus actividades contabiliza de acuerdo a los 

diferentes sistemas de información existentes: 

Una cifra al 17 de octubre de 2012 de  6.063.174 registros de personas asociadas 
a los hechos victimizantes. El desplazamiento forzado es el hecho victimizante con 
mayor población afectada con un 79% (en el período desde el año 2000 al 17 de 
octubre de 2012 la cifra fue de 4.794.646 personas). El homicidio cuenta con un 
14% (856.936) de los hechos victimizantes, y los demás hechos tales como 
secuestro, desaparición forzada, lesiones personales, reclutamiento, tortura, con 
un 7% (411.592) en el universo de víctimas afectadas (Unidad para la Atención y 
Reparación Integral a las Víctimas - UARIV, 2012. p.5).  

Con lo cual se evidencia que la línea de trabajo con la que inicia la Unidad, a partir de lo 

estipulado por la Unidad se encuentra en déficit. Lo que supone un problema de 

realización de la política dado que no se tiene clara la población beneficiaria, por lo que 

su atención en términos presupuestales e institucionales se ve afectada. 

 

3.1.2 Evaluación desarrollada por el Departamento Nacional de 

Planeación- DNP.  

El Departamento Nacional de Planeación – DNP,  para el año 2014 realizó un proceso 

de evaluación del programa de atención humanitaria, con el fin de determinar si era 

necesario realizar una modificación o la creación de un nuevo modelo de atención de la 

política de víctimas.  Estructura la evaluación presentando el estado de cada uno de los 
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componentes: Atención Humanitaria Inmediata, Atención Humanitaria de Emergencia, 

Atención Humanitaria en Transición. 

 

3.1.2.1  Evaluación de la Atención Humanitaria Inmediata. 

De acuerdo al DNP, existen problemas de procesos administrativos  que se desarrolla 

en aspectos como: 

a. Caracterización de  Procedimientos: En la evaluación se considera que no se cuenta 

con documentación de los procedimientos de Ayuda Humanitaria Inmediata ya sea 

periódica  o por evento; 

Tampoco se dio a conocer protocolos o manual de usuario de la herramienta 
informática que apoya el proceso de caracterización, con el cruce de bases de 
datos (Registraduría, Procuraduría, Fosyga, Sisbén, RUV), lo cual señala pérdida 
de memoria institucional, es decir, se impide potencializar la experiencia para 
evolucionar realizar mejoras” (DNP 2014, pág. 11).   

Al no generar procesos de archivo no sólo no impactan las posibles mejoras, sino que 

no hay posibilidad de construir líneas de base. 

b. Escasa implementación de las TIC´s: Se desarrollan procesos poco tecnificados en 

el manejo de la información, los registros se hacen manuales en papel, desde que se 

recibe la solicitud, donde posteriormente se procesa y se entrega la respuesta y la 

Ayuda Humanitaria  en especie o en dinero,  “lo cual aumenta el riesgo de error 

humano, dificultando el control operativo y de calidad del producto, se procesa y se 

entrega la respuesta” (DNP,  2014, p.14). 

c. Poco Control de Calidad de los procesos: La  Ayuda Humanitaria Inmediata es 

responsabilidad del municipio y el control de los recursos de subsidiaridad es 

responsabilidad de la Unidad de Atención. Al presentarse esta división presupuestal y 

administrativa, se está generando un vacío en las acciones que cada uno debe 

emprender, razón por la cual no se están realizando los procesos, la acreditación y 

caracterización de los hogares  atendidos  (DNP, 2014). 
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Si bien lo anterior hace referencia a la caracterización de los procesos que se realizan 

para la implementación de la política de atención a las víctimas, el siguiente cuadro 

resume las principales falencias encontradas en el tema de Atención Humanitaria de 

Emergencia y de Transición.  

Tabla 5. Caracterización de procesos asociados a la Atención Humanitaria 

Caracterización de procesos asociados a la Atención Humanitaria 

Atención Humanitaria de 
Emergencia 

Generalidades de déficit Características Asociadas  

Atención Inmediata  • Desconfianza en la 
calidad y cruce de las 
bases fuente, agregando 
puntos de control manual 
que aumentan el riesgo de 
error humano. 
• La generación de los 
turnos no es simultánea, 
especialmente en las rutas 
2 y 3, causando demoras. 
• Soporta como máximo 
2.500 casos por lote, 
limitando el procesamiento 
diario. 
• Se limita a un código de 
sucursal por ciudad, 
adicionando actividades al 
procedimiento. 

No existe un adecuado flujo 
de información contenida 
en las declaraciones del 
desplazamiento. 
Así mismo desde los 
territorios se expresa que 
no hay un presupuesto 
local asignado para la 
atención a víctimas.  

Etapa de Transición  Existe demora en los 
programas de inclusión  
Existen grandes problemas 
en términos 
administrativos, operativos 
y presupuestales, lo que 
continua profundizando la 
crisis que tiene la 
implementación del sistema 

Fuente: Elaboración propia a partir de DNP (2014) 

   

3.2 Aproximación a los resultados de la implementación de la atención y 

reparación integral a víctimas desde los informes independientes: centro 

internacional para la justicia transicional – CIJT 

La implementación de programas de atención a víctimas ha contado con evaluaciones 

de tipo independiente que dan cuenta de los logros y las limitaciones de los mismos. A 

continuación se expondrán las conclusiones de éstos, partiendo de los resultados 

expresados por el Centro Internacional para la Justicia Transicional- CIJT. 
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Frente a los informes realizados por la institucionalidad – organismos de control, unidad 

de víctimas, entre otros-, es importante realizar una comparación con los resultados que 

pueden percibirse desde las propias víctimas, con el fin de lograr determinar los 

impactos de la política en los beneficiarios. 

Sin embargo el componente de participación que propone la misma Ley 1448 de 2011, 

no ha sido desarrollado en lo que se refiere a la creación de información consolidada 

desde los impactos sobre la comunidad, que les permita generar memoria sobre la 

atención y de esta manera lograr determinar fortalezas y debilidades. Por ello se toma 

un informe desarrollado por el  Centro Internacional para la Justicia Transicional – CIJT, 

publicado en el  2015. 

En la primera parte de la presentación se analiza el alcance del concepto de 

“reparación integral” que propone la ley y en la segunda fase, se expone los logros y 

limitaciones en la implementación de la ley. 

 

3.2.1 Los alcances de la reparación integral en la ley 1448 de 2011. 

La Ley de Víctimas define la reparación como integral,  lo que se traduce en que las 

víctimas tienen derecho a ser:  

Artículo 25.- Reparadas de manera adecuada, diferenciada, trasformadora y 
efectiva por el daño que han sufrido como consecuencia de las violaciones de que 
trata el artículo 3 de la presente Ley.  

Para este fin, la reparación además de la indemnización, comprenden medidas de 

restitución, rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición, siguiendo la 

clasificación empleada por el derecho internacional, trascendiendo los ámbitos 

económicos. Estas medidas deben ser desarrolladas en conjunto para tener un impacto 

en la población beneficiaria desde este enfoque (Portilla Benavides & Correa, 2015).  

La UARIV de acuerdo a la política se debe asegurar que las medidas que se tomen 

sean de acuerdo a las necesidades de cada una de las víctimas, para lo cual se elabora 

un plan individualizado, que en principio se conocía como el Plan de Asistencia, 
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Atención y Reparación Integral (PAARI), incluyendo así no solo las medidas de 

reparación, sino también las de asistencia y ayuda humanitaria (Portilla Benavides & 

Correa, 2015). Con lo cual la reparación no sólo es material, sino que busca el 

restablecimiento de derechos y de la condición de ciudadanía, a la vez que se reconoce 

una aproximación multidimensional que reconozca que el daño tiene muchos abordajes 

de acuerdo al contexto. 

Si bien se resalta este enfoque, para la CIJT la ley define la reparación como resultado 

de:  

Un compromiso de solidaridad con las víctimas, no de un reconocimiento de 
responsabilidad del Estado. Esto lo hace al incluir bajo un mismo concepto las 
medidas de atención, asistencia y reparación, cuya finalidad común es la de 
“contribuir a que las víctimas sobrelleven su sufrimiento”, explicitando que ellas “no 
implican reconocimiento ni podrán presumirse o interpretarse como 
reconocimiento de la responsabilidad del Estado” (artículo 9 de la Ley 1448 de 
2011) (Portilla Benavides & Correa, 2015, p. 16). 

 

Esto problematiza el desarrollo profundo de la ley, dado que plantea un reto para las 

entidades responsables de materializar las medidas correspondientes, en este sentido 

es complejo lograr un nivel de restablecimiento de derechos para  que cada una de las 

víctimas se consideren reparadas, es así que en la búsqueda de reducir la brecha entre 

las medidas de reparación contenidas en un programa de atención  y la sensación de 

satisfacción o de reconocimiento de las víctimas, requiere de un esfuerzo de coherencia 

de los mensajes estatales, incluyendo la aceptación de la naturaleza de las violaciones 

como tales, así como también del reconocimiento sobre la insuficiencia de los 

esfuerzos, para que la institucionalidad verifique que cada acción es una oportunidad 

para beneficiar el objetivo reparador y la efectiva terminación de las causas del conflicto 

(Portilla Benavides & Correa, 2015). 

Por parte de las víctimas, tal como lo ha señalado el informe del ICTJ, mencionan la 

importancia de las medidas de verdad y justicia como complemento a la indemnización, 

consideran que la verdad se convierte en un principio esencial para la reparación de las 

víctimas de desaparición forzada, pues en la mayoría de los casos no se conoce el 
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paradero, ni lo ocurrido con la víctima directa, lo que genera incertidumbre e impide 

elaborar el duelo. Asimismo, se otorga importancia al reconocimiento del acto como 

injusto: “Que reconozcan que hicieron una cosa injusta y [que] pidan perdón a su 

familia, a sus padres y hermanos” (Portilla Benavides & Correa, 2015, p. 17). 

La implementación de una reparación limitada a los términos económicos puede 

ofender a las víctimas, es necesario reconocer temas como recuperar el buen nombre, 

terminar la estigmatización y señalamiento de la comunidad y las autoridades además 

del reconocimiento de la verdad de todos, víctimas y victimarios. 

 

3.2.2 Logros y limitaciones de la ley 1448 de 2011. 

De acuerdo a ICTJ, la UARIV ha obtenido logros importantes, entre ellos la unificación 

de un registro de víctimas amplio que ha evidenciado un incremento en número de 

personas incluidas y por ende el aumento de pagos de reparación administrativa 

efectuados. Es importante reconocer que se trata de tareas complejas y extensas, dada 

la diversidad de registros preexistentes, la multiplicidad de organismos que antes de la 

Ley 1448 realizaban registros, y las múltiples modalidades de inscripción de víctimas. A 

ello se debe sumar la capacidad para enfrentar y superar el rezago en los pagos de la 

indemnización administrativa y la desconfianza que dicha inoperancia generó en las 

víctimas (Portilla Benavides & Correa, 2015). Además de ello, la UARIV ha desarrollado 

un sistema de atención destinado a otorgar un trato personalizado y atento. Ello se 

expresa en la realización de entrevistas personales, la entrega de la carta de 

dignificación y el entrenamiento de los funcionarios para asegurar un buen trato (Portilla 

Benavides & Correa, 2015). Esto permite reforzar el componente simbólico de la 

reparación y el mensaje de dignificación y reconocimiento en el cual debe basarse. Con 

lo cual se materializan las acciones de la reparación en concepto amplio.  

Sin embargo, estos esfuerzos son insuficientes para implementar una política que 

requiere del trabajo articulado de otras instituciones del Estado. Los importantes 

esfuerzos de la UARIV no logran sinergias y la desconfianza, dado que las promesas 

que hace la ley, y que se incluyen en los planes individuales de reparación, quedan 
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incumplidas como resultado de la falta de respuesta de las otras instituciones 

responsables de los temas de educación, vivienda y salud (Portilla Benavides & Correa, 

2015), con lo cual se evidencia que la falta de coordinación institucional que busco 

resolver la idea de la reestructuración de las entidades, no ha logrado los objetivos 

planteados.  

Uno de los avances más importantes es la  instalación de mesas de víctimas que sirven 

para canalizar la participación, dado que la presencia y participación de las víctimas en 

los Comités Territoriales de Justicia Transicional puede ayudar a hacer visibles sus 

necesidades y propuestas, y ayudar a que dichos espacios funcionen en forma 

transparente y efectiva. Esto aporta para que los diseños y la implementación sean 

realizados de manera jerárquica además de participativa, con lo que se busca incluir 

aspectos determinantes para la política y que pueden quedar al margen si la 

construcción obedece sólo a especificaciones tecnocráticas.  

No obstante este mismo aspecto implica capacidades comunales  que se relacionen 

con la necesidad de auto-organizarse de manera tal que les permita generar su propia 

información sobre la implementación de la ley.  

La persistencia del conflicto hace difícil la implementación de programas de reparación, 

dado que estos escenarios de guerra persistente influyen de manera negativa en la 

percepción que pueden elaborar las víctimas. Es así que:  

El desarrollo del programa de reparación individual en medio del conflicto 
determina de manera importante la percepción de las víctimas y su nivel de 
satisfacción, independiente de su ejecución. Así, existe una alta interdependencia 
entre permanencia del conflicto armado y nivel de satisfacción de las víctimas: a 
mayor nivel de violencia, mayor nivel de insatisfacción del programa de reparación 
(Portilla Benavides & Correa, 2015, p. 70). 

Más allá de la percepción, la reparación en escenarios de continuidad del conflicto 

dificulta el logro efectivo de los objetivos específicos de la reparación y, en 

consecuencia, de los objetivos de la justicia transicional. Un continuado escenario de 

violencia impide la construcción de confianza del ciudadano hacia las instituciones y 

percibe el reconocimiento de la responsabilidad del Estado como insuficiente o como 

puramente retórico. Esto convierte en precario todo esfuerzo por reconquistar la 
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dignidad, ante la posibilidad de sufrir una nueva victimización. La reparación en 

ausencia de justicia y verdad produce una alta insatisfacción de las víctimas, pues éstas 

sienten que no se ha redefinido el orden social, ni se ha reconstituido un orden 

normativo justo. Este escenario se hace más grave en aquellos sitios en donde la 

violencia es ejercida por grupos dirigidos por desmovilizados (Portilla Benavides & 

Correa, 2015), además que de acuerdo a lo proyectado por la ley, las nuevas víctimas 

no estarían contempladas en el proceso, con lo cual al no contar aún con un fin del 

conflicto, la reparación siempre será parcial.   

Los constructos institucionales han provocado  que gran parte de las víctimas tengan la 

expectativa de la reparación en la vía administrativa, lo que  traduce en la importancia 

que se le otorga al tema económico porque es el que se percibe como la más real 

reparación, dada las dificultades para el retorno, el castigo a los culpables y la imposible 

reconstrucción del tejido social anterior a los hechos victimizantes. Sin embargo este 

pago tiene escasa capacidad para cambiar la situación de las víctimas, de este modo  

algunas víctimas han señalado: 

Haber usado parte del dinero en pagar servicios de salud, que debieran estar 
cubiertos por el programa de rehabilitación, o para pagar deudas, arriendo y 
algunos semestres de educación superior de uno o más hijos. Hay algunos casos 
de inversión en terrenos o de ahorro para la obtención de una vivienda. La 
situación de pobreza y precariedad en que viven muchas víctimas hace que el 
dinero de la indemnización se destine en soluciones que no tienen un impacto 
duradero en sus vidas (Portilla Benavides & Correa, 2015, p. 71). 

En este sentido la reparación que busca ser más amplia, se ve limitada por la propia 

institucionalidad.  

Las consecuencias psicosociales y la salud de las víctimas de las violaciones sufridas 

son graves y persistentes. La demora en definir e iniciar la implementación de los 

programas para atenderlos no solo los ha privado de estos servicios, sino ha reforzado 

la desconfianza ante la institucionalidad y por ende frente al Estado.  

Dado que la implementación  total de los programas no se ha desarrollado, es difícil 

realizar una evaluación general de los mismos, sin embargo es posible adelantar los 
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primeros resultados como negativos, dado que inician con un rezago en la atención, lo 

que condiciona su capacidad para atender la población. 

Sumado a lo anterior, si se  persiste en un diseño de intervenciones de corto plazo dado 

la importancia que se otorga a la Ayuda Humanitaria Inmediata, el programa no logrará 

responder a las necesidades de las víctimas, que necesitan apoyo a más largo plazo.   

Uno de los temas vitales para las víctimas es la educación, sin embargo al no estar 

garantizada de manera real hace que una proporción importante del pago de la 

indemnización se destine a cubrir la educación de los hijos, en circunstancias en las 

que debido a los costos de dichos estudios, el monto de la indemnización difícilmente 

puede cubrir programas que se extienden por varios semestres. Es posible que “en uno 

o dos años, muchos de los programas de estudio iniciados con fondos provenientes de 

la indemnización deban ser abandonados y queden inconclusos” (Portilla Benavides & 

Correa, 2015, p. 71). Con lo anterior se reproducen muchos de los males que tiene la 

gestión del Estado en los territorios: comenzar y no concluir los proyectos, lo que 

conlleva el riesgo de no sólo revictimizar, sino de desaprovechar una importante 

oportunidad para atender de manera práctica a una población tradicionalmente 

abandonada.  
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CONCLUSIONES 

 

El tema central y objetivo de este documento era determinar el alcance de la ayuda 

humanitaria hacia las víctimas del conflicto armado interno en Colombia, a partir de un 

análisis de la inmediatez con la que se otorga tal ayuda y las soluciones que el 

Gobierno concede a las víctimas como tal.  Este tipo de estudio  permitió visualizar el 

impacto social que ocasionan las políticas estatales en un marco jurídico de protección 

de los derechos humanos.  

Para analizar esta información se plantea como hipótesis de trabajo que la definición 

política de la Ayuda Humanitaria para la atención de víctimas, presenta un alto grado de 

complejidad, lo que provoca que los objetivos de la misma sean poco claros y su 

implementación se vea condicionada a los requerimientos institucionales estatales y del 

sector privado.  

Para lo anterior se realizó una recopilación principalmente de información institucional y 

jurídica para lograr realizar un análisis comparativo sobre los alcances y limitaciones 

que han desarrollado las instituciones encargadas de las ayudas humanitarias, con 

base en los informes que en este sentido realizan los organismos privados 

internacionales así como en los informes de gestión del principal organismo público 

para la atención de víctimas la Unidad de Atención y Reparación Integral de Víctimas – 

UARIV, así como de las Comisiones creadas para el seguimiento a la implementación 

de la Ley 1448 de 2011.  

El análisis se inició con la comprensión de la Ayuda Humanitaria como todas las 

acciones que engloban la asistencia a quien lo pueda  necesitar como producto de una 

situación de vulnerabilidad que proviene de la lucha de intereses económicos de 

distintos países y que desembocan en tragedias humanitarias, para el caso colombiano 

la ayuda humanitaria se circunscribe a dos tipos de acciones y de actores. En cuanto a 

la primera se da la atención ante desastres ocasionados por causas naturales y las 

crisis que se originen como consecuencia por el conflicto armado, en este sentido su 

alcance se da en las dos líneas tradicionales. Para los actores, la realizan el Estado a 
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través del cumplimiento de sentencias jurídicas y organizaciones independientes de 

orden internacional que de forma solidaria e imparcial desarrollan sus actividades en 

favor de la población civil afectada por el conflicto armado. 

Esta ayuda humanitaria desarrollada por el sector privado tiene un fuerte componente 

de asistencia inmediata, a la que se le otorga la mayor importancia y sin embargo los 

efectos de sus acciones no cuentan con estudios  periódicos  lo que dificulta establecer 

el impacto social de las mismas así como medir el nivel de alianzas de este sector y los 

actores locales, con lo cual se limita el estudio sobre la sostenibilidad de la ayuda 

humanitaria del sector privado, que en general buscan desarrollar su trabajo 

humanitario con acciones complementarias para convivencia y el desarrollo, el 

fortalecimiento de las capacidades de paz, fomentando para ello la participación y los 

actores territoriales y nacionales del Estado y de la sociedad civil, todo lo anterior 

enmarcado en un enfoque diferencial y de género centrado en poblaciones víctimas del 

conflicto tradicionalmente excluidas. 

En este sentido la ayuda humanitaria que se desarrolla desde el sector privado 

internacional, busca superar la atención material y de emergencia vital para las 

víctimas, en búsqueda de una reconstrucción del tejido social de las comunidades con 

un empoderamiento de las mismas a través del fortalecimiento de las capacidades 

políticas. Con lo cual se evidencia que tienen el mismo enfoque desarrollado por el 

Estado desde el concepto de reparación integral expuesto en la ley 1448 de 2011. 

En lo que se refiere al sector estatal, para la implementación de la política de atención a 

las víctimas señalada en la Ley 1448 de 2011,  se estableció una línea de trabajo que 

se componía del enfoque presupuestal y cantidad de población a atender. Para ello se 

constituyó el documento Conpes 3712 de 2012 que establece los lineamientos del Plan 

Nacional de Financiación y sostenibilidad de la mencionada ley durante los próximos 

diez años, es decir hasta el 2021.  

Sobre el componente presupuestal de la línea base, el documento Conpes 3712 

sostiene que el lineamiento del gasto debe determinarse en primer lugar con la 

consolidación del universo de víctimas, pero que establecerlo se entorpece por varios 
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motivos, en primer lugar por la dificultad de establecer el registro de la población por la 

falta de sistematización de la información desde 1985, fecha que señala la ley; así 

mismo  las entidades oficiales que poseen información relevante para el estimativo del 

universo, no cuentan con una caracterización del contexto en el que sucedieron los 

hechos delictivos; en tercer lugar dado que parte de los registros existentes a la fecha y 

no incluye ningún cálculo sobre la proyección del futuro universo de víctimas, por lo que 

excluye a quienes sean víctimas pero aún no hayan sido registradas, así como aquellos 

que sufran nuevos hechos victimizantes en el marco del conflicto armado interno. Lo 

que de acuerdo al DNP, implica que el universo debe revisarse y actualizarse 

permanentemente en el futuro. Y es precisamente esta forma de caracterizar al 

universo de las víctimas la que ha suscitado grandes contradictores a la política de 

atención a las mismas por parte del Estado.  

En el tema de víctimas es donde se presenta una de las complejidades de la 

implementación de la ley, pues desde el comienzo de la política se presentan 

contradicciones en cuanto a las cifras que se expresa de la siguiente forma: para el 

DNP en el 2012, el Conpes 3712 de 2012 reconoció un universo de 830 mil hechos 

victimizantes, de igual forma, se identificó un universo de 323.600 destinatarios de las 

medidas de la ley por hechos victimizantes diferentes al desplazamiento forzado. Sin 

embargo para la Unidad al inicio de las actividades contabiliza de acuerdo a los 

diferentes sistemas de información existentes una cifra para el 2012 de  6.063.174 

registros de personas asociadas a los hechos victimizantes. Con lo cual se evidencia 

que la línea de trabajo con la que inicia la Unidad, a partir de lo estipulado por la Unidad 

se encuentra en déficit y se constituiría en una de las limitantes en la implementación 

de la ley.  

Si bien se resalta este hecho, por otra parte es importante reconocer el alcance que ha 

tenido el Estado sobre la concepción de reparación integral, que se establece como 

resultado de un compromiso de solidaridad con las víctimas en donde la atención del 

Estado no significa sólo al tema económico, sino que busca lograr que las víctimas se 

sientan reconocidas, sin embargo si bien es un avance, al mismo tiempo esto 

problematiza el desarrollo profundo de la ley, dado que plantea un reto para las 
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entidades responsables de materializar las medidas correspondientes, en este sentido 

es complejo lograr un nivel de reparación para que cada una de las víctimas se 

consideren reparadas. 

Por parte de las víctimas, tal como la ha señalado el informe del ICTJ  mencionan la 

importancia de las medidas de verdad y justicia como complemento a la indemnización, 

consideran que la verdad se convierte en un elemento esencial para la reparación de 

las víctimas de desaparición forzada, pues en la mayoría de casos no se conoce el 

paradero ni lo ocurrido con la víctima directa, lo que genera incertidumbre e impide 

elaborar el duelo.  

Entre los logros de la ley y que va en el sentido de la reparación integral, es visibilizar la 

voz de las víctimas y se ha desarrollado a través de la instalación de mesas de víctimas 

que sirven para canalizar la participación. Aunque es importante potenciar estos 

escenarios de manera tal que logre incidencia sobre los ajustes de la política, es 

necesario que se estructuren de forma tal que se encuentren en capacidad de generar 

sus propios informes de resultados e impactos, y que éstos no se limiten al ámbito 

estatal sino que la sociedad civil se encuentre presente.  

Es necesario la debida articulación de los componentes de la ley, cuyo sistema fue 

concentrado en la Unidad de Víctimas y que no ha logrado un eficiente trabajo 

administrativo, por lo que se replican acciones o no se desarrollan algunas en 

determinados frentes, llevando consigo a que el proceso se siga centrando en la 

indemnización administrativa y en este sentido en el tema económico, con lo cual la 

víctima no logra superar su condición de vulnerabilidad al desarrollarse situaciones en 

las que se sigue presentando el asistencialismo. En este sentido la reparación que 

busca ser más amplia, se ve limitada por la propia institucionalidad y el balance de la 

implementación en términos de ayuda humanitaria es negativo dado que la Ley supera 

la misma materialidad de la institucionalidad para hacerla cumplir. 

Estos resultados logran comprobar que la hipótesis planteada se cumple, en la medida 

que la complejidad de la implementación de la política se manifiesta en varias 

dimensiones: por una parte la dificultad de establecer un número de víctimas que 
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requieran la atención del Estado lo que condiciona los presupuestos asignados, la falta 

de articulación entre las instituciones del Estado para desarrollar las acciones 

establecidas para la política, el cumplimiento de múltiples trámites para que los 

beneficiarios logren acceder a los programas de la política, lo que termina generando 

desconfianza por parte de la comunidad hacia el Estado.   
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